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PROLQ.GO 

Ei "objetivo del presente trabajQ tiene como finalidad anal! 
zar la importancia de.los derechos del gobernado, principalmente 

los consagrados como qarantías de sequridad iurídica. 

La conducta de la autoridad y su manera de proceder frente­

ª los gobernados en los dltimos tiempos ha dejado mucho que de-­

sear ya que no corresponde a la tarea que se lea ha encomendado, 
la mayoría de las veces abusa de sus funciones, llevando a cabo­
actos que afectan la esfera jurídica de los gobernados; tales e~ 

rno detenciones injustificadas.sin mediar orden de aprehenci6n de 
autoridad competente, clausuras sin orden administrativa multas 

y otras más, todo esto traducido como un acto de autoridad repr~ 

sentando una conducta de hacer por parte de la misma1 acto con-­

trario es cuando la autoridad omite realizar una conducta produ~ 

to de una petici6n dei gobernado. 

Si la autoridad no formula una contestaci6n por escrito « -
la petición, incumple con lo establecido en la Constltuci6n. 

Motivado por estos hech~s que he observado por parte de la­

autoridad y la preocupaci6n de que los gobernados no sean victi­

ma de ella, es lo que me indujo arealizar la presente invcstigu­

ci6n, la cual he denominado "La Supremac!a de las Garantías Ind! 

viduales ante El Silencio Administrativo". 

Es evidente que la ley máxima es nuestra Constituci6n, si -
las garcnt!as individuales se encuentran dentro de la misa se-



rán las prerrogativas máximas del gobernado, no debe existir or­

denamiento secundario en contra, sin embargo existen figuras que 

contravienen lo dispuesto por la Constituci6n, una de ellas es -

la denominada como el silencio de la administraci6n. 

La Constituci6n tiene una estructura dividida en dos partes 

una Dogmática y otra orgánica, las garantías individuales se en­

cuentran en la primera, las cuales contienen los derechos funda­

mentales del gobernado, las más importantes son aquellas que nos 

indican los requisitos, las formas, los medios que debe observar 

la autoridad en cumplimiento de sus funciones. 

De lo menCionado se desprenden varios conceptos y defincio­

nes para analizar, c~mo: 

Autoridad 

Gobernado 

Garantías Individuales 

y varios más que a continuaci6n analizaremos dando inicio al pr~ 

sente trabajo. 



SUPREMJ\CIA DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES· ANTE 
EL SILENCIO ADMINISTRATIVO 



I. INTRODUCCIOR 

CAPITULO I 

LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 

(ASPECTO GENERAL) 

La Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos, -

como ordenamiento jur!dico máximo, a consagrado en sus artículos 

múltiples y muy importantes derechos. Todos importantes para la 

sociedad y sus integrantes: 

¿ Cuáles son esos derechos 

¿ C6mo los puede hacer valer el gobernado ? 

l Quiénes pueden afectar al gober~ado, violando esos dere 

.chas 

Estas son algunas de las interrogantes, las cuales son el -

motivo de nuestro estudio. 

Los derechos del gobernado están contenidos en los primeros 

29 artículos Constitucionales con el nombre de Garantías Indivi­

duales¡ dichas garantías son en forma genérica de propiedad, li­

bertad, igualdad y de seguridad jurídica. 

En el desarrollo hist6rico jurídico del Estado Mexicano, 

las Garantías Individuales han sido violadas constantemente, pr~ 

dueto del abuso de la autoridad, aprovechándose de la ignorancia 

de los gobernados. 

Al iniciar el estudio de todo tema se pretende no s6lo re -

dundar en cuestiones ya mencionadas, sino, encontrar su importa~ 

cia y trascendencia en nuestro marco jurídico mexicano. Que co-
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sa más importante que saber nuestros derechos y la obligaci6n de 

la autoridad de respetarlos, dicho esto doy inicio a·nuestro es­

tudio. 

1.- Parte Dogmática de la Constituci6n 

Antes de adentrarnos al estudio de ésta parte, daré primer~ 

las siguientes definiciones: 

"Dogma.- Punto fundamental de una doctrina". 
11 Dogmatisrno.- Tendencia a creer y afirmar sin discutir 11

• 

Dadas estas definiciones es evidente que la denominaci6n a 

la primera parte de nuestra Constituci6n es acertada, ya·que en 

ella se encuentran los derechos fundamentales de los gobernados, 

siendo estos el punto más importante de toda instituci6n juridi­

ca. 

tes: 

La Constituci6n mexicana se encuentra dividida en dos par -

Parte Dogmática 

Parte Orgánica 

En la parte Dogmática se encuentran contenidas las garantías 

individuales, es la parte fundamental de nuestra Constituci6n, -

dichas garantías están contenidas en el artículo lo. al 29; pero 

no s6lo hay garantías individuales, sino también sociales, como 

es el ca~o del artículo 27 Constitucional que protege a núcleos 

de población, como ejidatarios y comuneros, que son personas de 

derecho social. 



Hay diferentes garantías, se ha hecho una clasificaci6n, la 
m&s aceptada es la siguiente: 

Garantías de libertad 

Garantías de igualdad 

Garantías de propiedad 

Garantías de seguridad jurídica 

Con respecto a estos derechos fundamentales del individuo, 

Tena Rarnírez nos dice "la libertad del Estado para restringirla 

es limitada en principio; esto obliga a enumerar en la Constitu­

ci6n ciertos derechos del individuo llamados fundamentales, que 

expresa y concretamente se sustraen de la invasi6n del Esta -

do". (1) 

Las garantías individuales consagran derechos para el gobeE 

nado; las autoridad~s del Estado en todo momento tienen la obli­

gación de respetar esos derechos, no pueden restringir la lib~r­

tad del gobernado para hacer valederos esos derechos, emanados -

de nuestra Carta Magna. Es porque existe un mecanismo de d1~fen 

sa llamado Juicio de Amparo, que tiene su fundamento en los art! 

culos 103 y 107 de nuestra Constitución. 

Las Garantías Individuales están contenidas en los prime -

ros 29 artículos constitucionales; Enrique Pérez de Le6n nos co­

menta "la parte dogmática esta contenida en sus 29 primeros artf 

culos, que plasman en sus normas los derechos de las personas 

(1) Tena, Ramírez Felipe. Derecho Constitucional Mexicano. 17a. -

edici6n, Editorial Porrúa, México 1980. Pág. 23 
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tanto física como moral, a manera de protegerla tanto de su as -
pecto individual como en su carácter de un grupo socia1 11

• (2) 

Hacer un análisis de todas y cada una de las garantías indi 

viduales y sociales, nos conduciría a realizar muchos estudios; 

es por eso, que en nuestro trabajo analizaremos s6lo tres garan­

tías, las cuales son las contenidas en los artículos Bo., 14 se­

gunda parte y 16 primera parte constitucionales, referentes al -

tema que nos interesa. 

Las Garantías Individuales protegen a todo gobernado, tanto 

personas físicas, morales y grupos sociales, como es el caso del 

artículo 27 Constitucional que protege a campesinos, ejidatarios 

y comuneros, de ahí que las garantias no solo sean individuales_, 

sino también social7s1 otro ejemplo es el articulo 123 constitu­

cional que protege a obreros y a los sindicatos. 

2. Parte Orgánica de la Constituci6n 

Esta segunda parta es donde encontramos la organización del 

Poder Público Federal. 

El Estado Mexicano se rige por el principio de divisi6n de 

poderes; Ejecutivo, Legislativo y Judicial; que tiene su funda -

mento an el articulo 49 Constitucional primer párrafo,que no~ d! 

ce: "El supremo poder de la federación se divide, para su ejercJ:. 

cio, en Legislativo, Ejecutivo y Judicia1 11
• 

~ {2} Pérez de León, Enrique. Notas de Derecho Constitucional y Ad 

ministrativo .. Ba. edición. Ed. Porrúa, México. 1987 .. Pág. 18 
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Al respecto Tena Ramirez nos comenta 11 la parte de la Const,! 

tuci6n que tiene por objeto organizar al poder público, es la 

parte orgánica. En nuestra Constituci6n todo el título tercero 

desde el artículo 49 hasta el 107 trata de la organizaci6n y com 

petencia de los poderes federales, en tanto que, el título cuar­

to relacionado también con la parte orgánica, establece las res­

ponsabilidades de los funcionarios públicos. Es la parte orgán! 

ca la que propiamente regula la formaci6n de la voluntad estatal; 

al insuflar a los 6rganos facultades de hacer, a diferencia de -

la parte dogmática, que generalmente solo erige prohibiciones".-. 

(3) 

Es necesario mencionar que los nrtículos 30 al 48 Constitu­

cionales, contienen aspectos diferentes a la organización del p~ 

der público, .como la nacionalidad, la ciudadan1a, regula a los -

extranjeros; en los artículos 34, 40, 41, 133, 135, 136¡ se re -

fieren a la soberan1a, forma de gobierno, reformas, y lo que es 

más importante a la supremac1a Constitucional en el articulo 133. 

Ahora el porque de mencionar la organizaci6n, competencia y 

responsabilidad de los funcionarios públicos, es que de ellos su 

derivan actos que pueden afectar la esfera jur1dica de los gobeE 

nadas, llamados de autoridad. Solo la autoridad puede dictar r~ 

soluciones, afectando al gobernado, la autoridad es el sujeto p~ 

sivo de las garantS:as, y el gobernado es el sujeto activo. 

Hecho el análisis de la estructura de la Constituci6n 

nos resta definir que es la Constituci6n. 

(3) Tena, Ramírez Felipe. Ob. Cit. Pág. 24 
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La Constituci6n1 nes la Ley Suprema del pais que expedida -

por el poder constituyente en ejercicio de la soberanía, tiene -

por objeto organizar los poderes pfiblicos circunscribiendolos en 

esfera de competencia y proteger frente aquellos, ciertos dere -

ches del hombre". (4) 

La Constitución Mexicana se rige por varios principios: 

El más importante es el de la supremac1a constitucional, 

contenido en el artículo 133 que nos ordena: "esta Constituci6n, 

las Leyes del Congreso de la Uni6n que emanen de ella y todos 

los tratados que estén de acuerdo con la misma celebrados y que 

se celebren por el Presidente de la Repfiblica, con aprobación -

d~l s~nado, serán la Ley suprema de toda la Uni6n. Los jueces -

de cada Estado se.arreglaran a dicha Constituci6n, leyes y trat~ 

dos, a pesar de las disposiciones en contrario que pueda haber -

en las Constituciones o leyes de los Estados. 

Esto es referido concretamente a nuestro tema de análisis -

que es "La Supremac1a de las Garantías Individuales ante el si -

lencio administrativo". La Constitución establece supremacía, -

no puede haber ningún ordenamiento secundario, contro.viniendola 

y aún menos prácticas, como el silencio administrativo. 

II. DIVERSAS ACEPCIONES AL CONCEPTO GARANTIA 

El concepto garant!.a en nuestra Constituci6n ha causado mu -

chas discrepancias entre la doctrina; si atendemos a su sentido 

(4) Tena, Raffiírez Felipe, citado por Pérez de Le6n Enrique, 

Ob. Cit. Pág. 
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literal del diccionario encontraremos que garantía es 11 la acción 

de proteger, asegurar o salvaguardar". 

Dicho concepto de garantía en la ConstituciiSn se. refiere a 

los derechos protegidos en la máxima Ley del Estado ~exicano; t~ 

niendo como medio de hacer efectivo esa protecci6n el Juicio de 

Amparo. 

La Doctrina no se ha puesto de acuerdo al concepto garantía 

existe diversidad de opiniones al respecto, a continuaci6n pre -

sentaré diversas acepciones a las Garantías Individuales por ~e­

dio de la opinión de destacados juriatas. 

"Don José Natividad Macias, distinguido diputado Constituye!!_ 

te al Congreso de Querétaro habla de garantías distintas a las -

individuales, tales como las sociales y las políticas, afirmando 

que esos tipos se encuentran dentro de la estructura y funciona­

miento de los Poderes del Estado. 11 (5) 

"Kelsen, alude a las Garantías de la constituci6n y las iden. 

tifica con los procedimientos o medios para asegurar el imperio 

de la ley fundamental frente a las normas jurídicas secundarias, 

es decir, para garantizar en que un~ norma inferior se ajuste a 

la norma superior, que determina su creaci6n o su contenido." (6) 

Antes de continuar, quisiera hacer un éornentario referente 

(5) José Natividad Macías, citado por Burgoa Ignacio. Garantías 

Individuales. 24a. edici6n, ed. Porrfia.M~~ico, 1992, p&g. 163 

(6) Kelsen, citado por Burgoa, Idem. pág. 163 
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a lo que dice Kelsen, en lo mencionado por él se advierte la su­

premacía de la Constituci6n, la Carta Magna es la Ley suprema de 

cada Estado Mexicano, por 1o tanto estoy de acuerdo con el autor, 

no debe existir ordenamiento alguno contraviniendo la Constitu -

ci6n, en todo caso, seria inconstitucional. 

11 Fix Zamudio, sostiene que s6lo pueden estimarse corno verda­

deras garantías, los medios jur!dicos de hacer efectivos los man 
datos constitucionales, aclarando inmediatamente que para 61 

existen dos tipos de garantías: 

Las fundamentales (individuales, sociales e institucionales} 

y las d~ la Constituci6n (para los m~todos pro~esales represivos 
y repara~ores que dan efectividad a los mandatos fundamentales, 

cuandq so~ desconocidos, violados o existe incertidumbre respec­

to de su forma o contenido)." (7) 

El planteamiento del autor es muy interesante, en el cual -

estoy de acuerdo, una cosa son los derechos que consagra la Con~ 

tituci6n y otra las garantías. La verdadera garantía es el Jui­

cio de Amparo, porque las garantías que consagra nuestra Consti­

tución, constantemente son violadas, es hasta que se interpone -

el Juicio de Amparo cuando la hacemos efectiva esa protección. 

Alfonso Noriega CantG, identifica a las Garantías Individu!!, 

l.es con los llamados derechos del hombre sosteniendo que éstas -

Garantías son "derechos naturales inherentes a la persona humana 

en virtud de su propia naturaleza y de la naturaleza de las co -

(7) Fix Zamudio. citado por Burgoa. Ibídem pág. 164 • 
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sas, que el Estado debe reconocer, respetar y proteger mediante 

la creaci6n de un orden jurídico y social, que permite el libre 

desenvolvimiento de las personas¡ de acuerdo con su propi? y na­

tural vocaci6n individual y social." (8) 

Estas son algunas de las opiniones más importantes respecto 

a las Garantías Individuales, citar más autores sería redundar y 

lo importan~e es concretizar. 

En resumen diré1 las Garantías Individuales son los dere 

chas de todo gobernado, y que todo el Estado debe respetar, y lo 

tiene que hacer porque existe un mecanismo de defensa para el go 

bernado, siendo un sistema jurídico eficaz y justo llamado Jui -

cio de Amparo. 

Desde mi punto•de vista, las Garantías Individuales son las 

prerrogativas fundamentales, sin las cuales no habria una segur! 

dad juridica rninima: que protegen tanto a personas, fisicas, mo­

rales, sociales y a todo sujeto como gobernado, teniendo como rn~ 

dio de defensa el Juicio de Amparo. 

III. CONCEPTO, NATURALEZA Y ELEMENTOS DE LAS GARANTIAS INDIVI -

DUALES 

El Estado Mexicano esta compuesto por tres elementos: 

Territorio 

Población (sujeto activo} 

Gobierno (sujeto pasivo) 

(8) Alfonso Norieqa.Cant~, citado por Burgoa. Ibldem. páq. 164. 
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Los dos filtimos elementos son objeto de nuestro estudio, ya 

que en ellos se encuentran las personas que con sus actos pueden 

·afectar al particular y violar sus Garantías Individuales que -

son lo que denominarnos sujeto pasivo, (gobierno). 

Los gobernados son las personas físicas, morales, sociales 

que pueden ser objeto de los excesos de la autoridad violando 

sus garantías y comprenden a toda persona que se encuentre den -

tro de la hipotesis legal de gobernado. 

Las relaciones que hay entre estos dos elementos del Estado 

(poblaci6n y gobierno) son los siguientes: 

Relaciones de coordinaci6n 

Relaciones de supraordenaci6n 

Relaciones de supra a subordinación 

- Las relaciones de coordinaci6n son los vínculos que llevan 

a cabo por determinadas situaciones o causas entre personas 

físicas o morales que pueden ser de carácter privado (conv~ 

nios y contratos) o socioecon6mico¡ más fácil de decir son 

las relaciones que se dan de particular a particular, de g2 

bernado a gobernado, los cuales pueden llevar a cabo cual -

quier acto jurídico, menos el que la ley prohiba, incluso -

puede existir jerarquía como la del patr6n con su trabaja -

dor, aquí no hay acto de autoridad. 

- Las relaciones de supraordenaci6n se establecen entre dife­

rentes 6rganos de poder o de gobierno de un Estado o socie­

dad, normando la actuaci6n de cada uno de ellos y que estan 

regulados por el Derecho Constitucional y Administrativo, -
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son aquellos actos que se dan de autoridad a autoridad, de 

6r9ano de poder público a 6rgano de poder público, es decir 

2 o mSs 6rganos entre st 11evan a cabo múltiples actos e -

incluso se dan tambi€n relaciones de jerarqu1a, por ejemplo 

El Ejecutivo es superior jerárquico que los secretarios de -

Estado y puede ordenarle determinadas funciones. 

- Relaciones de Supra a subordinación, estas surgen entre dos 

entidades colocadas en distinto plano o posici6n, es decir 

entre el gobierno como persona jurídica, política y sus ór­

ganos de autoridad, por un lado, y el gobernado por el otro 

imponiendo como autoridad su voluntad a los gobernados. El 

acto de autoridad tiene las siguientes·caracter1sticas: 

Es Unilateral, porque su existencia no requiere de la v2 

luntad del particular, ejemplo: cuando el legislador ex­

pide una ley, entra en vigor por la s6la voluntad del P2 

der pGblico ya que la ley le da atribuciones para ello. 

Es imperativo, en virtud de que se impone contra y sobre 

la voluntad del gobernado, quien tiene la obligaci6n de 

cumplirlo, pudiendolo impugnar jurídicamente como corre~ 

panda; porque emana de un 6rgano del poder pUblico que -

lo emite en nombre del gobierno mexicano, llámese presi­

dente, secretario de Estado o juez; el titular es una 

persona f !sica pero el órgano est§ investido de imperium 

que la propia ley le da al 6rgano para cumplir con una -

tarea propia del 6rgano de poder pGblico. 

Es coercitivo, atendiendo a que sino se acata, por rebe! 

día u oposici6n de la persona contra quien se pretenda -

ejecutar, puede realizarse coactivarnente, e incluso ha -

cer uso de la fuerza pública para su cumplimiento. 
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De la fusión de los tres elementos anteriores, surge el 11~ 

mado acto de autoridad que es un acto de un 6rgano del poder pG­

blico unilateral, imperativo y coercitivo que afecte la esfera -

jurídica de los gobernados. 

Estos actos de autoridad se dictan dentro de un régimen de 

s~guridad jµrídica dentro de nuestra Constitución que consagra -

garantías a favor da los gobernados. 

l.- SUJETOS: Activo y Pasivo 

La relación jurídica de supra a subordinación en donde se -

manifiesta la Garantía Individual, consta de dos sujetos; -

activo o gobernado y el pasivo o gobierno, y los órganos de 

autoridad que lo integran; de ahí se desprende el siguiente 

análisis: 

Sujeto Activo. (gobernado) 

Por gobernado o sujeto activo de las Garant!as Individu~ 

les, debe entenderse a aquella persona en cuya esfera j~ 

rídica operen o pretendan operar actos de autoridad atri 

buibles a un órgano del poder público que en forma unil~ 

teral, imperativa y coercitiva dicte en contra de un go­

bernado¡ dicho lo anterior los gobernados son: 

Personas físicas 6 individuos 

Personas morales de derecho privado 

(sociedades civiles o mercantiles) 

Personas morales de derecho social 

(sindicatos y comunidades agrarias) 

Empresas de participaci6n estatal, llamadas tambi~n -

de derecho público (personas morales y oficiales). 

Organismos descentralizados y 
La propia autoridad cuando se encuentra en las rela -
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cienes de coordinaci6n. 

Personas físicas.- Es todo habitante o individuo que vi­

va en el territorio nacional, independientemente de su -

calidad migratoria, nacionalidad, sexo, condici6n civil, 

el térn1ino individuo que encarna al sujeto gobernado 

cuando éste se manifiesta en una persona frsica, equiva­

le al ser humano en su calidad biol6gica con independen­

cia de sus atributos juridicos o pol!ticos. 

Personas morales de Derecho Privado.- Existiendo al la­

do de las personas f1sicas, surgen como una ficci6n del 

Derecho; estas personas morales que tienen y cuentan con 

la capacidad de adquirir derechos y contraer obligacio -

nes, cuando se oStentan como gobernados, son titulares -

de Garant!as Individuales. Dichas personas morales, es­

tán compuestas por socios con capitai o patrimonio que -

aportan a la sociedad, ya sea civil o mercantil, ésta 

tiene personalidad jurídica propia y patrimonio propio, 

independientemente de los socios que la forman como una 

ficci6n del derecho y Cuenta con un representante para -

los fines jur!dicos que persiga. 

Personas morales de Derecho Social.- Con la Constitución 

de 1917 surgen los artículos 27 y 123 constitucionales; 

el primero regula las cuestiones agrarias y comunales, -

el 123 las relaciones obrero-patronales, por tanto sur -

gen personas de derecho social, surgen los sindicatos, -

las comunidades agrarias y son éstos grupos sociales los 

que dan vida a personas morales de derecho social. 

Estas asumen el carácter de gobernados frente a los ac -



tos de autoridad de afectaci6n correspondientes; son por 

lo tanto sujetos activos de las Garantías Individuales y 

en este caso en particular tambi~n sociales. 

Empresas de Participación Estatal o Personas Morales de 

Derecho Social.- Estas surgen cuando el ejecutivo, para 

dar cumplimiento a una tarea de la administración públi­

ca, decide constitu!r una empresa que lleve a cabo el 

cumplimiento de dicha tarea, por ejemplo; se necesita 

dragar los puertos, la empresa la forman los siguientes 

6rganos; la Secretaria de Desarrollo Social y el Banco -

de México, con un capital de un mill6n de nuevos pesos, 

con un objeto social que es dragar puertos, se constitu­

ye la socied~d ante un notario público, una vez consti -

~uída, de esta forma la sociedad 6 persona moral de dcr~ 

cho público;: surge el fen6meno que la empresa va a tener 

una personalidad diferente a los 6rganos que le dieron -

existencia. Estas empresas de participaci6n ~statal pu~ 

den ser titulares de las garantías individuales, asumien 

do el carácter de sujeto gobernado, frente a los actos -

de autoridad que afecten su esfera jurtdica. 

De lo anterior se desprende que la empresa de participa­

ci6n estatal surge por un acuerdo del Ejecutivo teniendo 

como caracteristicas un nombre, objeto social, socios y 

patrimonio .. 

Organismos Descentralizados.- El titular de la Adminis -

tración Pública es el Ejecutivo, de el dependen las Se -

cretarias de Estado con la tarea enconmendada, regidas -

~stas por la Ley de Administración Pablica Federal, la -

cual señala sus funciones y competencias. 
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Por ejemplo; la Secretaria de Educaci6n Pública tiene 

una misión o tarea a cumplir pero para su mayor cumpli -

miento que es el fomentar la educaci6n no se basta sola, 

se apoya por organismos descentralizados que hacen por -

una ley o acuerdo tal corno naci6 la UNAM que tiene una -

personalidad diferente a los sujetos activos mencionados 

anteriormente; el organismo descentralizado tiene sus 

propias características, patrimonio, personalidad juríd! 

ca, objeto, fin, pu~de por lo tanto ser titular de Garan 

tías Individuales. 

La propia autoridad en cuanto se encuentra en las rela -

cienes de coordinaci6n.- Cuando un organismo de poder -

ptíblico rcali.za un acto jurl'.~ico con un particular, por 

ejemplo; la Secretari;a del Trabajo con un particular re!!_ 

liza un cont'.i:'ato de compra venta y se suscita una contr2 

versia; un ente del poder público conocerá del negocio y 

puede dictar una resoluci6n que afect~ la esfera jur1di­

ca de la autoridad que realiz6 el contrato. Por lo tan­

to la autoridad puede pedir el amparo y protecci6n del -

Poder Público Federal, siendo suejto activo de Garantías 

Individuales. 

En este caso cuando dos entes del Poder Público se en -­

cuentran y uno va a resolver a favor de otro, uno resue! 

ve y otro acata, uno funciona como a~toridad y el otro -

como gobernado, es por consecuencia sujeto activo de las 

Garant!as Individuales. 

Sujeto Pasivo. (gobierno) 

Esta integrado por todas las autoridades que conforman -
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el gobierno de1 Estado Mexicano. 

El Estado Mexicano es una RepGblica representativa, Fed~ 

ral, democrática y de elecci6n directa; con un gobierno 

bajo el sistema de divisi6n de poderes, que son: 

El poder Ejecutivo. 

El poder Legislativo. 
~ 

El poder Judicial. 

El poder Ejecutivo.- Es unipersonal, que recae en el 

Presidente de la República, siendo el titular de la Ad -

ministraci6n Pública Federal, que es centralizado y par~ 

estatal, 11 la centralizada esta compuesta por la Presiden. 

cia de la República, las Secretarias de Estado, los De -

partamentos Administrativos y la Procuraduría General de 

la República", 11 la paraestatal esta compuesta por los º!. 

ganismos descentralizados, las empresas de participaci6n 

Estatal, las Instituciones Nacionales de Crédito, las o~ 

ganizaciones auxiliares nacionales de crédito, las Inst! 

tuciones Nacionales de Seguros y fianzas y los fideicorni 

sos". (artículo lo. de la Ley O.A.P.F.). 

El poder Legislativo.- Esta compuesto por un Congreso -

General o de la Uni6n, dividido en dos Cámaras, una de -

Diputados y otra de Senadores, (artículo 50 Constitucio­

nal). 

La Cámara de Diputados, estará integrada por 300 diputa­

dos electos, según el principio de votaci6n mayoritaria 

relativa, mediante el sistema de Distritos electorales -

uninominales y 200 diputados que serán electos segGn el 

principio de representaci6n proporcional, mediante el 

Sistema de Listas Regionales, votadas en circunscripcio­

nes plurinorninales. (Art. 56 Constitucional). 
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La Cámara de Senadores se compondrá de dos miembros por 

cada Estado y dos por el Distrito Federal, nombrados en 

elecci6n directa. La Cámara se renovar~ por mitad cada 

3 años. (Art. 56 Constitucional} • 

El poder Judicial.- Se compone en Suprema corte de Jus­

ticia, Tribunales Colegiados da Circuito, Tribunales Uni 
tarios de Circuito, Juzgados de Distrito. (Art. 94 Cons­

titucional). 

En conclusi6n todo ente del poder público que pueda dic­

tar resoluciones que afecten la esfera jurídica del 90 -

bernado, será sujeto pasivo de las Garantías· Individua -

les. 

2. OBJETO 

Existiendo una relaci5n jurídica entre sujeto activo y suje­

to pasivo, genera para ambos, derechos y obligaciones que 

tienen un contenido especial. 

Para el sujeto activo la Garantía Individual significa o im­

plica un derecho o sea, una potestad juridica que hace valer 

obligatoriamente frente al Estado de manera inmediata frente 

a las autoridades, por tanto se establece una obligación co­

rrelativa de la autoridad de respeto y cumplimiento a ese d~ 

recho o garantia. 

Burgoa nos dice; "las prerrtJgativas fundamentales del go -

bernado es el objeto tutelado por las Garantías Individuales, -

surgiendo el derecho que se establece por la relación jurídica 

consistente e~ una exigencia imperativa, que el gobernado recl!!_ 

ma del sujeto pasivo, en el sentido de que se le respete un mí-
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nimo de actividad y de seguridad.indispensable para el desarro­

llo de la personalidad humana." (9) 

Hecho el análisis de lo mencionado el objeto de las Garan­

tías, siendo estas los derechos fundamentales del sujeto activo 

es permitirle ·como lo dice el autor un mínimo de seguridad y re,!! 

peto a toda.s sus actividades de la persona, no siendo estas ac­

tividades ilícitas, traduciéndose en una obligación de las aut~ 

ridades del Estado Mexicano, darle cumplimiento a lo que manda 

nuestra máxima Ley. 

3. FUENTES 

Al concluir que la Garantía Individual se traduce en una re­

lación jurídica entre gobernado y autoridades, la juricidad de 

este vínculo y por ende de la Garantía Individual, debe estar -

apegada a un orden de derecho: este orden de derecho puede ser 

en cuanto a su forma, escrito o consuetudinario. Por consiguierr 

te la fuente formal de las Garant!as Individuales puede ser o -

bien, la costumbre jur!dica, o bien la legislación escrita. 

Nuestro sistema jurídico mexicano se basa en un sistema de 

estricto derecho, toda norma debe de estar contenida. en la Ley 

y la suprema de nuestro Estado Mexicano es la Constitución, por 

consecuencia la Constitución es la fuente formal de las Garan -

tías Individuales. 

En conclusión la Ley furidamental, ese ordenamiento prima -

ria y supremo del orden jur!dico del Estado Mexicano es la fuen 

te de las Garantías Individuales. 

(9) Burgoa, Ignacio. Ob. Cit. Pág. 179 
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4. CONCEPTO DE GARANTIA INDIVIDUAL 

Para llegar al concepto de garant!a individual nos restaría 

unir nexos entr~ el objeto, la relaéi6n gobernante y gobernado y 

su fuente, y diremos primero, la existencia de una relaci6n jurf 

dica que es el deroecho del gobernado o. exigir a la autoridad un­

m!nimo de respeto y seguridad jurídica a su persona, y la oblig~ 

ci6n de la autoridad de cumplir con su obligaci6n de respeto, se 

traducen el concepto de garant!a individual. 

El concepto es el siguiente: 

Garant1a individual es un derecho pablico subjetivo Es un 

derecho en la medida, de que forma parte de la esfera jurídica -

del gobernado; 

Es un derecho pablico porque se da en las relaciones de su­

pra o. subordinaci6n, lo cual permite protegerse del poder póbli­

co de sus excesos desviaciones. 

Es un derecho pablico subjetivo porque es el gobernado el -

titular de ellos, quien determina si hacen efectivos esos derc-­

chos. 

5. CLASIFICACION DE LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 

Si analizamos los 29 primeros artículos constitucionales ª.!! 
centramos diferentes derechos del gobernado, pudiendo clasifica!:_ 

los en diferentes categor!as: cada autor tiene su propia clasif! 

caci6n segdn su personal punto de vista. 

Tena RamJ:rez, 11 en la Constitución existen ciertos derechos-

,,. del individuo, llamados fundamentales, ·tales derechos se clasif.!, 

can teóricamente en dos categor!as: Derechos del individuo aisl~ 

do y derechos del individuo relacionados con otros indivi- -
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duos. 

Todos son derechos de la persona frente al Estado, pero la 

primera categoría comprende derechos absolutos, como la libertad 

de conciencia, la libertad personal; en tanto que la segunda el~ 

se, contiene derechos individuales que no quedan en la esfera 

del particular, sino que al traducirse en manifestaciones socia­

les, requieren la intervenci6n ordenadora y limitada del Estado 

como la libertad de cultos, la asociaci6n, la de prensa, etc;· (10) 

Otra e lasi ficaci6n nos las da Pérez de Le6n Enrique; 11 los -

derechos del hombre, reconocidos por nuestra constituci6n en vi­

gor podemos clasificarlos en cuatro grupos: 

a) De igualdad.- Este principio está reconocido en el arti­

cu·lo primero, que se refiere al otorgamiento del goce de 

los derechos ahí consagrados, a todas las personas físi -

cas o morales, el artículo 2o. que prohibe las clases so­

ciales y en particular la esclavitud, el 12 que condena a 

la concesi6n de títulos de nobleza, prerrogativas y hono­

res hereditarios, y el 13 que se refiere a la supresi6n -

de leyes privativas, tribunales especiales y fueros. 

b) De libertad.- Reconocidos en los articulas Jo. referente 

a la educaci6n pública, 4o. a la igualdad del hombre y de 

la mujer frente a la Ley, So. al trabajo, el 60. a la li­

bre expresi6n de las ideas, el 7o. la libertad de impren­

ta, el 80. al derecho de petici6n, el 9o. el derecho de -

libre asociaci6n, el 10 a la portaci6n de armas, el 11 a 

la ~stancia y traslaci6n, el 24 al culto religioso, el 25 

a la actual Economía Nacional, y el 28 a la prohibici6n -

de monopolios, al comercio y a la industria. 

(10) Tena Ramtrez. Ob. Cit. Pág. 23 
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e) De propiedad.- En este grupo se localiza el artículo 27 

en sus diversas expresiones: Limitaci6n del Poder Públi 

co frente a los intereses patrimoniales del hombre, con­

cepto de pequeña propiedad, el patrimonio de la familia 

y el derecho de indemnizaci6n en caso de expropiaci6n. 

d) De la seguridad pública.- El articulo 14, que prohibe -

la retroactividad de las leyes, otorga el derecho de au­

diencia y la exacta aplicaci6n de la ley en materia pe -

nal y civil, el 15 que norma las disposiciones relativas 

a la extradici6n, el 16 que reconoce los derechos prote~ 

tares de la persona, de la familia, domicilio, etc., el 

17 referido a las deudas civiles, a la forma de impartir 

justicia y al carácter gratuito de ella; los articules -

18, 19, 20, 21 y 23 que otorgan derechos a ·los procesa -

dos en orden criminal y a los reos sentenciados; el 22 -

que prohibe determinadas penas, el 26 al sistema de pla­

neaci6n del Desarrollo Nacional y el 29 referido a las -

normas relativas a suspensión de garantias. (11) 

Mencionamos estos autores por discrepar de la clasificaci6n 

que adoptaremos, no sin antes hacer algunas observaciones. 

Tena Ramirez en su clasificación, es muy general, señalando 

dos grupos; P~rez de Le6n menciona garantias de seguridad pQbli­

ca, a la cual otros autores la denominan garantías de seguridad 

juridica. 

(11) Pi!órez de León Enrique. Ob. Cit. Páqs. 19-20 
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Burgoa nos dice; ºen conclusidn, de acuerdo con. el conteni­

do de los mencionados derechos, las Garantías Individuales, se -

clasifican en garantías de igualdad, libertad, propiedad y segu­

ridad jur!dica, clasificacidn que adoptaremos al abordar el est~ 

dio de cada una de ellas en nuestro sistema constitucional". (12) 

Los mo~ivos por lo cual Burgoa adopta esta clasificación 

son los antecedentes históricos de las mismas garantías. 

11 En México, la Constituci6n de Apatzingan, del 22 de octu-­

bre de 1814 clasifica a las garantías en, garantías de igualdad, 

de seguridad, de propiedad y libertad, segan se advierte en su -

capítulo V. En el proyecto de la mayoría de 1842, también se -­

acog~ dicha clasificaqi6n en el artículo 7, así como en el de la 

minoría en el propio año, dentro de la 11 secci6n segunda", bajo -

el titulo de los "derechos individuales". Por t:iltimo en las ac­

tas de reforma de 184 7 se establece "que para asegurar los dere­

chos del hombre que la constituci6n reconoce una ley fijará las­

garantías de libertad, seguridad, propiedad e igualdad que gozan 

todos los habitantes de la rep6blica y establecerá los medios de 

hacerlas efectivas 11
• {13) 

Esta clasificaci6n, es la que más antolda a las característJ 

cas de las garant1as, es la más adecuada y actual y será la aceE 

tada para nuestro estudio. 

(12) Burgoa, Ignacio. Ob, Cit. P!lg. 195. 

(13) Idem. P!lg. 195, 
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CAPITULO U 

A!ITECEDEN'l'ES BISTORICOS DE LAS GlllUINTJ:AS INDIVIDUALES 
EN MEXICO 

En 1789 dUrge como producto de la Revolución Francesa, la -

declaraci6n de los derechos del hombre y del ciudadano. 

Los ideales revolucionarios de Francia fueron difundidos 

por toda Europa, su principal ideal era el concepto de libertad 

e igualdad. 

La declaraci6n de los derechos del hombre y del ciudadano -

contenían variados derechos del individuo, los cuales son la ba­

se de lao garantías del gobernado. 

Estos postulados franceses llegan a España y ser&n la base 

de la Constituci6n de Cádiz de 1812: la que a continuaci6n expo~ 

dremos: 

l. CONSTITUCION DE CADIZ DE 1812. 

La importancia de ésta Constituci6n, radica en que si bien 

es cierto que se promulgó en España, estuvo vigente en México, -

hasta la culminación de nuestra independencia el 27 de septiem -

bre de 1821 y sirvió de base de nuestra primera constitución Me­

xicana, llamada de Apatzingan de 1814. 

Los antecedentes particulares de ésta Constituci6n, empeza­

ron con la invasión napoleónica de España y sus causas que pro­

dujo, entre las cuales la principal es la destitución de Carlos 

IV. Asimismo la influencia jurídico filos6fica de la época, 
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ejercida por los principios ideológicos de la revolución france­

sa, sobre todo el que se refiere a la soberanía popular. Mien -

tras en la Nueva España se encontraba en plena lucha de indepen­

dencia con los ideales de libertad e igualdad. 

Así, bajo este marco de acontecimientos sobre la vida jurí­

dica de España, se reunirían las cortes españolas para fijar la~ 

bases de la creación de la Constitución de Cádiz. 

Esta Constitución debería de tener como principal fin, una 

estructura jurídica capaz de establecer prerrogativas· fundament~ 

les, tanto para la metrópoli española, como a sus colonias, con 

una política social igualitaria. Antes de que las cortes deteE 

minaran el régimen jurídico que estructurara a España y sus col2 

n~as, ~l V~rrey Iturrigar'ay orden6 la reuni6n de una junta, en -

la cual se discutiria la convocatoria de las cortes; la junta e~ 

taba compuesta por el arzobispo, los oradores, los procuradores 

del rey, nobles, burqueses y regidores, cuya finalidad era esta­

blecer un gobierno provisional en la Nueva España. 

Al respecto Burgoa nos comenta que 11 el ambiente que se iba 

gestando para la expedición de la Constitución Española en 1812, 

acusaba ya una franca evoluci6n juridica en el pensamiento polí­

tico español, y prueba de ello es que antes que rigiera dicho o~ 

denamiento, las mensionadas cortes declaraban en sendos decretos 

la igualdad de los americanos y europeos, para actividades agrI­

colas e industriales, la abolici6n de la tortura y otras 11 práct!_ 

cas aflitivas", la extinción de algunos estancos, la prohibici6n 

de la pena de horca y la habilitación de los oriundos de Africa, 

para ser admitidos en las universidades, seminarios y dem&s cen-
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tros educativos". (14) 

Este cambio de ideología de las cortes españolas, a mi pare 

cer, consistía en un medio para frenar los movimientos de inde -

pendencia de sus colonias, pero esto no lograría frenar la cons~ 

rnaci6n de la independencia mexicana y de otras naciones de Amér! 

ca. 

Dados estos acontecimientos en torno a la creaci6n de la 

Constitución de Cádiz y de su importancia e influencia en la Nu~ 

va España, surge dicha Constituci6n. 

"El 18 de marzo de 1812 se firma en Ciídiz la nueva Constit~ 

· ci6n española, influ!.da en gran medida por las Constituciones 

francesas de 1793 y ~795, ésta Constituci6n otorgaba amplios po­

deres a las cortes, reducía el papel del rey al poder ejecutivo, 

proclamaba la soberanía popular, decretaba la libertad de la 

prensa y de expresi6n y abolia la inquisici6n~ Dividia a la Nu~ 

va España en cinco provincias, limitando el poder virreynal a 

una de ellas". (15) 

El 30 de septiembre de 1812 el Virrey Venegas la prornulg6 -

en México. 

La Constitución de Cádiz puso fin al régimen absolutista de 

(14) Burgoa, Ignacio. Garantías Individuales. 18a. edici6n. Edi­

torial PorrGa, México, 1989. P§g. 117. 

(15) Calzad~ Padrón,_Feliciano. Derecho constitucional. la. ed! 

ción, Editorial Harla, México, 1990. P§g. SS 
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España, que predominó antes de su expedici6n, algunos documentos 

consideran que fué el cad~ver de la monarquía española; con ello 

surgen nuevas prácticas coloniales, pero antes de ella fueron 

tantas las anomalías de los conquistadores hacia sus colonias, -

que los movimientos independistas continuarían bus.cando la anhe­

lada libertad. 

La Constituci6n de Cádiz, fué la fuente de algunas de nues­

tras disposiciones constitucionales que ha normado la vida jurS:­

dica de nuestro Estado Mexicano; y la base de la Constituci6n de 

1814 llamada de Apatzingan que a continuaci6n estudiaremos. 

2. CONSTITUCIQN DE APATZINGAN DE 1814 

En 1810.surge el movimiento de independencia en la Nueva E~ 

paña, siendo su iniciador el cura Don Miguel Hidalgo y Costilla, 

logrando con su lucha muy importantes logros jurídicos, tales c2 

mo la expedición de decretos o bandos, entre ellos el más impor­

tante fué el que declara abolida la esclavitud; con este antece­

dente después de la muerte del cura Hidalgo, Don JosG María Mor~ 

los y Pavón continGa la lucha de independencia con su ideal, "la 

patria es primero 11
, su prop6sito es organizar constitucionalmente 

a la Naci6n. 

Don José María Morelos es el principal precursor de la Con~ 

tituci6n de 1614. 

Así lo expresa Burgoa, "bajo los auspicios del gran cura de 

Carácuaro se form6 una especie de asamblea constituyente, denomi 

nada Congreso de Anáhuac, que el 6 de noviembre de 1813 expidió 

el acta solemne de la declaraci6n de la América Septentrional, -
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en la que se declaró la disoluci6n definitiva del vínculo de de­

pendencia del trono español. Cerca de un año después el 23 de -

octubre de 1814, el propio Congreso expide un trascendental doc~ 

mento jurídico político llamado Decreto Constitucional para la -

libertad de la América Mexicana, conocido comunmente con el nom­

bre de Constitución de Apatzingan, por haber sido en esta pobla­

ción donde se sancionó. (16) 

Del contenido en general de la Constituci6n de Apatzingan, 

esta basado de los ideales liberales franceses, tomándolos de la 

Constitución de Cádiz, enumerando diversos derechos humanos. 

Calzada menciona, 11 los primeros 41 artículos de la carta de 

Apatzingan, establecen que la religión del Estado será cat6lica; 

la soberanía reside en el pueblo, el ejercicio de esta ccrrespo!!. 

de al Congreso; la ley es la expresi6n de la voluntad general y 

la felicidad de los ciudadanos consiste en la igualdad, la segu­

ridad, la propiedad y la libertad. En 196 artículos más se re -

fiere a la forma de gobierno, el que se define como republicano, 

centralista y di'lidido en tres poderes, el legislativo, integra­

do por 17 diputados, se colocaba por encima del poder ejecutivo, 

y de él serían titulares 3 presidentes; el poder judicial, comarr 

dado por un supremo tribunal se componía de 5 individuos". (17) 

Es importante destacar que la est~uctura de esta Constit~ 

ci6n, tenía dos partes, una que mensiona los qerechos de goberna 

dos y otra señalando como estaba integrado el gobierno. 

(16) Burgoa, Ignacio. Ob. Cit. pligs. 119-120. 

(17) Calzada. Ob. Cit. Págs. 61-62 
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En el articulo 24 de la Constituci6n de Apatzingan nos ha-­
bla, lo que en la actualidad se ha tomado como la clasificacidn­
de las Garantías Individuales textualmente dice "la felicidad -­
del pueblo y de cada uno de los ciudadanos, consiste en el goce­
de la igualdad, seguridad, propiedad y libertad. La !ntegra con 

servación de estos derechos es el objeto de la institución de -­
los gobiernos y el dnico fin de las asociaciones pol!ticas 11

• (18) 

Este precepto es más fiel ejemplo de los derechos del gobeE 
nado y de el se basó el citado autor para hacer su clasificaci6n 
de las Garantías Individuales; pero dicha Constitución no esta-­
blecia el mecanismo de defensa para hacer efectivos esos dere- -
chas. 

Pasarido a otros aspectos de prerrogativas del gobernado; el 
siguiente autor nos habla de otros artículos, que consagran Gn-­
rantías Individuales dentro de la Constitución de 1814. 

v. Castro nos dice: "Pero hay otros artículos además del -
24 que establecen"verdaderas Garantías Constitucionales, tales -
como la audiencia, (artículo 31), inviolabilidad del domicilio,­
(artículos 32 y 33) , derechas de propiedad y posesión, (artículo 
34 y 35), derecho de defensa (artículo 37), libertad ocupacional 
(artículo 38) de instrucción, (artículo 39) , y libertad de pala­
bra, y de imprenta, (artículo 40)". (19) 

(18) Burgoa, Ignacio. Ob. Cit. P~g. 120. 
(19) V. Castro, Juventino. Lecciones de Garantías Y Ampara. 29a. 

edición, editorial Porrda, México 1979. Pág. 10. 
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Hecho el estudio correspondiente a la Constituci6n de Apat­

zingan de 1814, me resta resumir lo que significa para la vida -

jur!dica de nuestro Estado Mexicano. 

Es el primer ordenamiento jurídico nacional que aunque bas~ 

do en la Constitución de Cádiz de 1812, nos aporta instituciones 

jurídicas importantes, además nos indtroduce las prerrogativas -

del hombre y ciudadano que aún no siendo denominadas Garantías, 

nos señalan derechos fundamentales para la vida social y políti­

ca de nuestro Estado Mexicano. 

3. CONSTlTUCION FEDERAL DE 1824 

La Constitución de 1814, primera en México no tenía una es­

t~uctu~a d~finida capaz de organizar al pueblo mexicano, mucho -

de su contenido era copia de la Constitución de Cádiz. 

En 1821 se consuma la independencia de México, Agustin de -

Iturbide se declara emperador y una de sus primeras actividades 

fue de convocar a un Congreso Constituyente con el prop6sito de 

conseguir para México un cuerpo constitucional propio, adaptánd~ 

lo a la realidad política y social del momento. 

El Congreso constituyente se reuni6 el 24 de febrero de 

1822, sin lograr el prop6sito de Iturbide. Por otro lado Santa -

Ana iniciaba la revcli6n en contra del imperio, culminándolo el 

19 de marzo de 1823 con la ca!da de Iturbide, significando el -

fin del efímero trono. 

El 5 de noviembre de 1823, se reuni6 un segundo Congreso -
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Coristituyente que de inmediato expidió una ley y que fué aproba­

da _por la Asamblea que contenía el reconocimiento como forma de 

gobierno; el de una RepGblica Federal y estableciendo el bicama­

rismo. 

El 4 de octubre de 1824 concluía la tarea del Congreso Con~ 

tituyente expidiendo la primera Constitución Federalista en Méxi 
co, siendo ésta la primera de la ya RepQblica Mexicana, con el -

nombre de Constituci6n de los Estados Unidos Mexicanos. 

El principal objetivo de esta Constitución era organizar el 

gobierno de México. 

La opinión de B~rgoa es: 11 Sin mayor esfuerzo intelectual se 

advierte, que los hechos histórico-políticos que se sucedieron 

desde la proclamaci6n del Plan de Iguala el 24 de febrero de 
1821, hasta la expedici6n de la Constitución Federal del 4 de o~ 

tubre de 1824, así como los documentos públicos que de ella se -

derivan y de los cuerpos gubernativos que operaron durante ese -

breve peri6do, tuvieron una finalidad común; establecer para Mé­

xico una organización política, es decir, estructurar política -

mente al pueblo mexicano". (20) 

Esta Constitución Federal estructura el gobierno del ya Mé­

xico independiente, destacando dos instituciones fundamentaleD 

en su contenido que son el federalismo y el bicam~risrno. 

(20) Burgoa, Ignacio. Ob. Cit. pág. 126. 
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En cuanto a los derechos de los gobernados, establecía en -

sus artículos 145 a 156 de éste ordenamiento, Garantías de Segu­

ridad Jurídica a favor del gobernado, tales como la prohibición 

de penas trascendentales, la ~e confiscaci6n de bienes; los jui­

cios por comisi6n, la aplicación retroactiva de las leyes, la 

abolición de los tormentos y la legalidad para los actos de de -

tenci5n y de registro de casas, papeles y otros. Si observamos 

estos derechos se relacionan concretamente con los delitos de e~ 

rdcter criminal, no incluyendo prerrogativas en la materia ci -

vil, faltando múltiples derechos en cuanto a la libertad en gen~ 

ral (de expresión, trabajo y otros); esta Constituci6n es muy P2 

bre en cuanto a derechos; el Congreso Constituyente fij6 toda su 

atención a la estructura del gobierno mexicano, olvidando lo más 

importante que son los derechos de los gobernados y relegándolos 

a un segundo término. La Constitución anterior de 1814 fué me -

jor en cuanto a prerrogativas del gobernado se trata. 

Otra falla de la Constitución de 1824 fué el no establecer 

el mecanismo de defensa para hacer efectivas ante la autoridad -

los escazas derechos del gobernado; solo en el artículo 137 fra~ 

ci6n V inciso sexto, señala que la suprema corte de Justicia ti~ 

ne la facultad de conocer de las infracciones de la Constitución. 

4. CONSTITUCION CENTRALISTA DE 1836 

En aquel entonces existían dos bandos partidarios, unos fo­

deralistas y otros centralistas, el principal partidario federa­

lista era Gómez Farías y por otro lado Santa Ana era centralista, 

es él quien convoca, después de perseguir y desterrar a Gómez F~ 

rías, a un nuevo Congreso; así lo señala Enrique Pérez de León: 
11 Santa Ana convocó a un nuevo Congreso que con el carácter de -
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11 constituyente 11
, inauguraba sus sesiones el 4 de enero de 1835 -

con la intenci6n exclusiva de reformar la Constituci6n de 1824, 

respetando en los términos de su árticulo 171 la forma de gobieE 

no, no obstante que los representantes al constituyer.te tenian -

facultades de sus electores para variar el sistema". (21) 

Santa Ana no estaba de acuerdo con la actitud de·l Congreso, 

porque respetaba la forma de gobierno f~deral, junto con el pre­

sidente interino Miguel Barragan, logr6 que se erigiera en asam­

blea constituyente, establecida el 14 de septiembre, designar 

una comisión reformadora que se integró por Valentin Anzorena, -

Tagle, Cuevas y Pacheco Leal, presentando un proyecto de bases -

para la constituci6n que fué aprobada el 2 de octubre y se con -

virti6 en ley, y el cual puso fin al sistema federal. 

Con lo cual da inicio a un nuevo sistema, ahora centralista 

y conocido como las siete leyes. 

Calzada nos resume las siete leyes: "La primera ley integr.! 

da por 15 artículos, definía los conceptos de n~cionalidad y ci~ 

dadanía. La segunda ley, referente al supremo Poder Conservador 

se componía de 23 artículos y se probó en abril de 1836. La te~ 

cera de las restantes aprobadas en diciembre del mismo año, esp~ 

cificaba lo relativo al poder legislativo, su composici6n y la -

formación de las leyes, a lo largo de 58 artículos. 

La cuarta ley, en sus 34 artículos, establecía el poder ej~ 

cutivo individual, fijaba los requisitos para ocupar el cargo de 

Presidente de la RepGblica y prorrogaba el mandato de cuatro a 8 

años. 

La quinta ley integrada por 51 artículos, instituía el po-

(21) Pérez de León Enrique. Notas de Derecho Constitucional Y Ad 

ministrativo. Ba. ed. Ed. Porrúa, México 1987. Pág. 12 
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der judicial al que integraba con la Suprema Corte de Justicia, 

los Tribunales Superiores de los departamentos y los Juzgados de 

Primera Instancia y de Hacienda. 

La sexta ley, con 31 artículos, transformaba a los Estados 

en depa=tam2ntos, con gobernadores, nombrados por el poder cen -

tral y junt~s locales con cinco miembros que servirían de conse­

jeros al mandatario departamental. 

La séptima ley con seis artículos, conten!a disposiciones -

relativas a las variaciones y prescripciones necesarias de las -

leyes anteriores, las que señalaba no podrían ser reformadas si­

no hasta después de una vigencia de 6 años". (22) 

Estas siete leyes vinieron a implantar un régimen centrali~ 

ta que no correspondta a los ideales de la independencia, crean­

do un super poder llamado Supremo Poder Conservador, con esto se 

cre6 un estado de incertidumbre jurídica para los gobernados. 

La constitución Centralista de 1836 desaparece al federali~ 

mo, así como a lñs legislaturas de los Estados, creando departa­

mentos, iniciándose así una nueva organizaci6n jur!dica - políti­

ca estatal. 

En cuanto a Garantías Individuales se refiere, enumera alg~ 

nas llamándolas Derechos del Mexicano, en las cuales encontramos 

principalmente de seguridad jurídica. 

(22) Calzada. Ob. Cit. págs. 77-78. 
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V. Castro señala: "En la ley primera, artículo 2o., se enu­

meran estos derechos en la siguiente forma; en la fracción I, la 

prohibición de apresar sin mandamiento de juez competente, en la 

fracción II, la detención por más de tres días por au.toridad po­

lítica, sin poner a disposición de la autoridad judicial al det~ 

nido, y ésta última el no promover dentro de las diez horas si -

guientes el auto motivado de prisión, en la fracción III la pri­

vación de la propiedad, del libre uso y del aprovechamiento de -

ella, salvo casos d~ utilidad general y pública, la fracción IV, 

los cateas ilegales, la fracción V, el juzgarniento y la senten -

cia que no se hayan establecido según la Constitucióri, o aplica!! 

do leyes dictadas con posterioridad, en la fracci6n VI, la libe~ 

tad de traslado y en la VII la libertad de imprenta 11
• ( 23) 

~ste .art1culo 2o. de la primera ley, es base de los dere 

ches de seguridad jurídica, actualmente contenidos en los artíc~ 

los 14 y 16 Constitucionales. 

Los conceptos contenidos en este artículo son; juez campe -

tente que se relaciona directamente con el actual artículo 16 

Constitucional, que nos menciona autoridad competente. Auto mo­

tivado que se relaciona con el mismo artículo 16 al mencionar 

que funde y motive la causa legal del procedimiento. La priva -

ci6n de la propiedad, relacionada con el artículo 14 segunda 

parte, que nos menciona el acto de privaci6n. 

El juzgamiento por tribunales que no se hayan establecido o 

aplicando leyes con posterioridad al hecho relacionado con nues­

tro actual artículo 14, segunda parte Constitucional. Todos es-

(23) V. Castro Juventino. Ob. Cit. p&g. 12 



-35 

tos conceptos muy importantes al contemplarlos en nuestros prin­

cipales artículos constitucionales. 

5. BASES ORGANICAS DE 1843 

En 1841 los generales Paredes, Valencia y Santa Ana, pugna­

ban por un nuevo Congreso Constituyente, ellos estaban en contra 

del Presidente Anastacio Bustamante. El acta conocida como "Ba­

ses de Tacubaya 11 designaba un gobierno provisional, quien convo­

có a un nuevo constituyente en el cual se reunieron partidarios 

centralistas y federalistas, cada quien con sus propios proyec -

tos, de ese gobierno provisional surgen las Bases Orgánicas de -

1843. 

Calzada menciona los siguiente: 11 Un ejecutivo provisional -

que gobern6 entre Uf41 y 1843, nombró una junta legislativa, ºº!!! 
puesta de "notables", quienes elaboraron lo que se denomin6 Ba -

ses de la Organizaci6n Política de la Nación. En tanto que las 

llamadas juntas departamentales, elegían corno presidente a Santa 

Ana, la Nueva Constituci6n centralista suprimía al Supremo Poder 

conservador, establecido por la Constituci6n de 1836, vigorizaba 

de tal modo el poder Ejecutivo que los poderes Legislativo y Ju­

dicial quedaban subordinados al primero, las Bases Orgánicas de 
1843 depositaron al poder Legislativo en un Congreso dividido en 

dos cámaras, y en el Presidente de la República, por lo que res­

pecta a la sanci6n de las leyes'1
• {24) 

(24) Calzada. Ob. Cit. pág. 78 
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Un hecho que destaca de esta Constituci6n es desaparecer el 

Supremo Poder Conservador. Este nuevo texto constitucional ten­

dr!a una vigencia de tres años, ya que la lucha entre liberales­

y conservadores continu6. 

Las Bases orgánicas de 1843 se componía de XI títulos y 202 

articulas, por lo que a derechos del gobernado se refiere las B~ 

ses Orgánicas de 1843 superaron a las Constituciones de 1824 y -· 

1836, conteniendo un cap!tulo explícito y de manera m~s completa 

que tales ordenamientos; en sus artículos del siete al diez enu­

meran un cuadro general de los derechos de los habitantes de la­

RepOblica. 

Las Bases Orgánicas de 184~ fueron los ordenamientos supe-­

rieres de México cap menor vigencia, por la pugna entre federa-­

listas y centralista, y cuyo mayor mérito fué el desaparecer el­

supremo Poder Conservador, pero sin embargo sus ideas conservad2 

ras provocarían su desaparici6n volviendo al régimen federal. 

6, ACTAS DE REFORMA DE 1847 

Antes de la promulgación de las Actas de Reforma se reins-­

taur6 el federalismo en México. 

Calzada menciona: "El nuevo Congreso Constituyente que ha-­

bía iniciado sus sesiones el 6 de diciembre de 1846, tenía que -

iniciar por designar al presidente y vicepresidente de la Naci6n. 

Los partidos se prestaban a la lucha; el moderado hab!a sacado a 

sus candidatos de su seno mismo, mientras que el puro, que no se 

juzg6 capaz de adquirir el triunfo por sus propios esfuerzos, t~ 

va que adoptar a Santa Ana corno candidato a la presidencia, olv~ 
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dando sus recientes inconsecuencias, con objeto de sacar para la 

vicepresidencia a don Valentín .. G6mez Farías". (25) 

Es G6mez Far!a!I quien una vez en el gobierno se redne con -

federalistas y restablece la Constitución de 1824. Esto signif~ 

c6 un gran avance en la organización política del pa!s, ya que -

el centralismo consideró es una institución errónea a nuestro m~ 

dio mexicano. 

En la elaboración de las Actas de Reforma de 1847 particip!!_ 
ron grandes juristas, a lo cual se refiere PlSrez de Ledn, "enea!! 

trtlndose el país en plenLJ. lucha con los Estados Unidos de Norte­

am6rica, el 6 de diciembre de 1846 se instaló un nuevo Congreso­

Constituyente, el sexto en los de su clase, que integró una com! 

si6n de Constitucidn formada por Mariano Otero, Manuel Crescen-­

cio Hej6n, Joaquín Cardoso y Pedro Zubieta. Los tres tlltimos -­

pugnaban por el restablecimiento simple de la Constituci6n •le --

1024, no as! Mariano Otero, quien en un voto particular propf.lntn 

la restauración del cuerpo constitucional de 1824 con adiciones­

y reformas que hizo consistir en la reorganización del Senado, -

la supresión de la vicepresidencia, el reconocimiento de los de­

rechos del hombre y en forma .destacada un control mixto de la 

constitucionalidad, con el que daba nacimiento al Juicio de 

Amnaro". ( 26) 

Con este ordenamiento constitucional se da un gran salto a­

la que a derechos del gobernado se refiere creando todo un sist,! 

ma de control para el caso de ser violados, sus logros mlts impo!:, 

(25) lbidem pác¡. 85 • 

(2ú) Pérez de Le<ln. Ob. Cit. Pág. 15. 
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tantes son: 

Según Burgoa, 11 declaraci6n de que una ley secundaria fija -

ría las Garantías de Libertad, Seguridad, Propiedad e Igualdad -

en favor de todos los habitantes de la RepGblica (artículo 5}; -

supresión de la vicepresidencia (artículo 15); estableciendo del 

principio de facultades expresas para los Poderes de la Uni6n, -

sin que se entendieran permitidas otras por falta de expresa re~ 

tricci6n (artículo 21); institución del Juicio de Amparo para 

proteger a cualquier habitante de la República, en el ejercicio 

y conzervaci6n de los derechos concedidos constitucional y legal 

mente contra todo ataque de los poderes Legislativo y Ejecutivo 

de la federación o de los Estados (artículo 25); potestad para -

el Congreso federal a las legislaturas locales, a fin de que pu­

diesen declarar anticonstitucionales, respectivamente, las leyes 

de las entidades federativas o las federales (arttculo 23 y 24) 11
• 

(27) 

En resumen las Actas de Reforma restablecen el federalismo, 

retomando la Constitución de 1824, entre sus logros se pueden 

enumerar: suprimir las vicepresidencias, volver al liberalismo 

y mencionar un ordenamiento secundario en donde se e~cuentrnn 

las Garanttas del gobernado y establecer el mecanismo de defensa 

para su cumplimiento que es el Juicio de Amparo. 

7. CONSTITUCION FEDERAL DE 1857 

En 1852 una revuelta obligó a dimitir al Presidente de la -

(2J) Burgoa. Garantías Individuales. Ob. Cit. p&g. 135. 
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Repttblica Mexicana, exigiendo la convocatoria de un nuevo congr~ 

so Constituyente. Santa Ana fu~ llevado para ejercer una dicta­

dura durante un año: el lo. de marzo de 1854, en el pueblo de -­

Ayotla del Estado de Guerrero, se proclama el Plan del mismo no~ 

bre, teniendo como prop6sito el desconocimiento de Santa Ana y -

la convocatoria a un Nuevo Congreso. 

Al triunfar este movimiento llega a la presidencia Don Ign~ 

cio de ccmmonfort el 23 de noviembre de 1855; Commonfort expide­

la ley Ju4rez, supliendo los fueros eclesiastice y militar en -­

los asuntos civiles; esto es, en grandes rasgos los antecedentes 

al Congreso de 1856 que posteriormente dar!a surgimiento a la -­

Constitución de 1857. 

"El saptimo Congreso Constituyente de México, se instal6 el 

18 de frebrero de 1856 bajo la presidencia de Don Ponciano Arri~ 

ga, con el doble propósito de consagrar la reforma social y org~ 

nizar el Estado en su nuevo sistema de gobierno dando origen a -

la Constitución del 5 de febrero de 1857 11
• (28) 

La Constituci6n de 1857 se destaca por desapar~cer los fue­

ros eclesiásticos ya que éstos ten!an una gran influencia polítl 

ca y social; lo cual no permitía el libre desarrollo del Estado­

Mexicano. Esta Constitución se basó en los ideales de la Revol~ 

ci6n francesa, bajo los m~s puros conceptos del liberalismo y la 

igualdad. En cuanto a la organizaci6n del gobierno mexicano se­

refiere retoma el federalismo. 

(28) Pérez de León. Ob. Cit. págs. 16-17. 
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Calzada menciona: "El sistema de gobierno establecido era -

de carácter republicano y representativo, y divido en tres 

poderes; Ejecutivo, Legislativo y Judicial. Se destacó la proh! 

bici6n expresa de reelegir de modo sucesivo a los encargados del 

Poder Ejecutivo, tanto en la Unión como en los Estados. La Car­

ta Magna, integrada por 8 títulos y 120 artículos, en los prime­

ros 29 establecía los derechos del hombre y ~onsagraba las si -­

guientes libertades; de enseñanza, de trabajo, de pensamiento, -

de petici6n, de asociaciOn, de comercio e imprenta". (29) 

En resumen la Constituci6n de 1857 nos establece los dere -

chas del gobernado en sus primeros 29 artículos, llamandolos Ge 
rantías Individuales; es en ésta Constitución donde nace su den2 

minaci6n. Se bas6 en los ideales de. la revolución francesa y en 

la declaraci5n de los derechos del hombre y del ciudadano. Méx! 

ca a partir de entoñCes cuenta con una instituci6n jur1dico-polf 

tica suprema, de una qran manufactura, creando el Juicio de Amp~ 

ro corno una instituci6n nacional, traduciéndose éste en un meca­

nismo s5lido de defensa para el respeto de los derechos del go -

bernado. 

En cuanto a los derechos del gobernado, la Constituci6n de 

1857 proclama los mismos de la Constituci6n vigente (de 1917) 

dentro de los cuales sobresalen por su vital importancia, los 

contenidos en los artículos 14 y 16, los cuales serán motivo de 

estudio por su importancia y trascendencia en nuestro medio jurf 

dico mexicano. 

(29) Calzada. Ob. Cit. pág. 90 



8. CONST!TUCION DE 1917 

En 1910 se inicia la Revoluci6n Mexicana, la que se puede -

considerar como la primera revoluci6n con el objeto de lograr d~ 

rechos sociales. Antes de ella se pensaba err6neamente en el 

concepto de igualdad, si todos los habitantes eran iguales, no -

deberla existir derechos especiales o derechos que protegieran a 

e.tases social~s determinadas, por este motivo los grandes dueños 

del capital, terratenientes, latifundistas, industriales, come -

t!an constantes abusos con las clases marginadas, obligándolos a 

trabajar sin una jornada determinada de trabajo, bajo condicio -

nes con todo peligro y riesgo, predominando en las haciendas las 

llamadas tiendas de raya, y un número de circunstancias en con -

tra del trabajador. Por estos motivos se inicia la Revolución, 

surgen los grandes caudillos; Zapata, Villa, serinn los princip~ 

les precursores del movimiento revolucionario, Zapata en el Sur 

y Villa en el Norte, sus demandas eran tener libertad y un peda­

zo de tierra, su lucha daría frutos y triunfaria la Revolnci6n. 

Carranza eleva su estandarte constitucionalista, se inicia 

as! lo que a la postre daría origen a nuestro máximo logro cons­

titucional. 

"Venustiano Carranza, primer jefe del ejército constituci.Q. 

nalista, publica dos decretos presidenciales, el primero de los 

cuales con fecha 14 de septiembre de 1916, por el que convoca a 

un congreso constituyente que reuniria para reformar la Consti­

tución de 1857 y que debería iniciar las labores el primero de 

diciembre del mismo año, para concluirlo.e el 31 de enero de 1917. 

El segundo decreto fechado el 19 del mismo mes y año (septiem -

bre 1916), fijaba la celebraci6n para las elecciones de diputa-



dos para el 22 de octubre de 1916, una vez electos, los constit~ 

yentes sostienen una primera reuni6n el 20 de noviembre, en el -

teatro 'Iturbide de la ciudad de Querétaro 11 
a (30} 

Dicho Congreso Constituyente tendría la misi5n de dar a luz 

a una institución jurídica, política capaz de regular las rela -

cienes de desigualdad que exist1a en ese momento. No puede ser 

igual el ·económicamente fuerte, con el que carece de recursos, 

no puede ser igual el terrateniente dueño de grandes proporcio -

nes de tierra, que el campesino. Por lo anterior la nueva Cons­

tituci5n de 1917 tendría en su más grande mérito de consagrar d~ 

rechos sociales, ser original, la primera en todo el mundo en e~ 

tablecer prerrogativas sociales, protegiendo al obrero y al cam­

pesino, siendo éste el gran mérito del legislador de. 1917ª 

"Poco después del medio día del 31 de enero de 1917, y con­

forme estipulaba el decreto que había dado lugar a la celebración 

del Congreso Constituyente, el arduo trabajo de los diputados 

llegaba a su fin, a lo que se refiere a la redacción del texto -

Constitucional". (31) 

Siendo el 5 de febrero de 1917 queda promulgada nuestra ac­

tual Constitución que entraría en vigor el lo. de mayo de 1917, 

dando paso a un ordenamiento único en su tipo en el mundo, crea­

dor de un derecho social, quedando plasmado en los artículos 27 

y 123. Se inicia así una época diferente con nuevas perspecti -

vas para el gobernado, con instituciones que han sido ejemplo p~ 

ra muchos países, donde los derechos humanos han sido pisoteados, 

(Jn) Calzada. Ob. Cit. pág. 109. 

(31) Calzada. Ob. Cit. pág. 111. 
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en donde el despotismo político y social a gobernado. 

Pero la Constitución no s6lo debe regirse por sus postula -

dos jurídico-sociales, ni por sus instituciones; sino por su 

cumplirnienco, porque al cumplir con lo que ordena la Constitu -­

ci6n cumpliremos con nosotros mismos como seres humanos y socia­

les. 

La Supremacía de la Constituci6n es clara ya que es el ord~ 

namiento máximo, ningGn ordenamiento secundario puede estar por 

encima de la Constituci6n y esto lo menciona en tres de sus pro­

pios artículos que son el 133, 128 y 41 Constitucione.les que a -

continuación transcribo. 

"Artículo 41.- El pueblo ejerce su soberanía por medio de -

los poderes de la Unión, en los casos de la competencia de estos 

y por los de los Estados, en lo que toca a sus régimenes anteri~ 

res, en los términos respectivamente establecidos por la pr~sen­

te Constitución Federal y las particulares de los Estados, las -

que en ningún caso podrán contravenir las estipulaciones del pa~ 

to Federal 11
• 

11 Articulo 128.- Todo funcionario pGblico, sin excepción al­

guna, antes de tomar posesión de su encargo, prestará la protes­

ta de guardar la Constitución y las leyes que de ella emanen". 

"Articulo 133.- Esta Constitución, las leyes del Congreso 

de la Unión que emanen de ella y todos los tratados ~ue estan de 

acuerdo con la misma, celebrados y que se celebren por el Presi­

dente de la República con aprobación del Senado, será.n la Ley SE_ 

prema de toda la Unión. Los jueces de cada Estado se arreglarán 
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a dicha Constituci6n, leyes y tratados, a pesar de las disposi -

ciones en contrario que pueda haber en las constituciones o le­

yes de los Estados". 

Con estos ejemplos se demuestra claramente la supremacía 

constitucional, no puede existir ley, reglamento, acto de autor! 

dad contraviniendo a la Constituci6n; el silencio administrativo 

es una violaci6n tanto al articulo 8 y 16 en su primera parte, -

es por eso que llame a nuestro estudio la Supremacía de las Ga -

rantías Individuales ante el silencio Administrativo. 
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CAPITULO III 

A!IALISIS DE LOS ARTICULOS 8, 14 y 16 CONSTITUCIONALES 

ARTICULO B EL DERECHO DE PETICION Y LA 

OBI.IGACION DE LA AUTORIDAD DE CONTESTAR 

El articulo 8 Constitucional nos dice: "Los funcionarios y 

empleados pGblicos respetaran el ejercicio del derecho de peti -

ci6n, siempre que esta se formule por escrito, de manera pacífi­

ca y respetuosa 11
• 

Hasta aquí ~erá el primer análisis al articulo. Por funci2 

narios y empleados pGblicos se entiende a la autoridad o sujeto· 

pasivo d~ las Garantías IndiViduales, bastar§ con recordar qué -

es una autoridad; son los 6rganos del poder pGblico ~ue pueden -

dictar resoluciones, afectándo la esfera jurídica del gobernado, 

dicha afectaci6n puede ser una acci6n o una omisi6n. 

El gobernado en todo momento puede realizar peticiones a la 

autoridad con los siguientes requisitos; se debe formular por e~ 

crito, de manera pacífica y respetuosa. 

Se debe de formular por escrito, este requisito nos indica 

que no puede ser verbal la petición, porque si es verbal en caso 

de controversia no habría manera de probar que se realizó la pe­

tición; en diversas ocasiones los gobernados realizan manifesta­

ciones, dirigiéndose a la autoridad de manera equivoca, es por -

eso que la petición debe formularse por escrito. 
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Al respecto Eduardo Andrade nos comenta: 11 En cuanto al re -

quisito de la formulaci6n por escrito, éste tiende a fijar con -

precisi6n los términos de la petici6n, de modo que pueda establ~ 

cerse posteriormente si cumple con los dos requisitos ulteriores 

esto es, la forma pacífica y el respeto correspondiente con el -

que debe formularse, y además que permita verificar, en su caso, 

la congruencia de la r~spuesta 11
• ( 32) 

La disposición que nos indica la formulaci6n por escrito de 

la petici6n tiene excepciones en la práctica, con la aparici6n -

de figuras vinculadas a la instituci6n del ornbudsman, tales como 

la Procuraduría Social y la Procuraduría Federal del Consumidor, 

a las cuales se pueden dirigir los gobernados por vías verbales y 

aún por tel~fono realizar sus quejas. 

El siguiente requisito es que la petici6n se realice de m~ 

nera pacifica. El gobernado al hacer su pP.tici6n debe hacerlo -

de una manera más adecuada para dirigirse a la autoridad, ya que 

han existido otras formas incorrectas de hacer sus peticiones 

los gobernados, tales como manifestaciones violentas, realizando 

actos como pintar bardas, hacer plantones, distorcionando el 

tránsito e incluso actos de violencia, por lo tanto la manera c2 

rrecta de hacer una petici6n es de manera pacifica. 

Eduardo Andrade nos dice: 11 En cuanto al requerimiento de 

que la petición se realice en forma pacífica, debe entenderse 

que en ella no se contendrá ninguna amenaza vinculada a la prod~ 

(32) Constituci6n Política de los E.U. M. Comentada, Serie Tex -

tos juridicos, Instituto de Investigaciones Jurídicas UNAM. 

México, 1990. pág. 43. (opini6n de Eduardo Andrade). 



~47-

cci6n o no de respuesta o al sentido de la misma". (3J) 

El último requisito nos dice de manera respetuosa; la auto­

ridad realiza funciones públicas por lo cual nos interesa a toda 
la sociedad el correcto cumplimiento de sus funciones, por la i!!! 

portancia de su labor pública, por lo cual merece respeto; el g.2_ 
bernado debe conducirse ante la autoridad con respeto, consis 
tiendo éste en no injuriarla ni amenazarla en la petici6n. 

Hecho el análisis de la forma de realizar las peticiones, -

veremos la opini6n de los distintos autores con relaci6n al der~ 

cho de petición. 

Para Eduardo Andrade "el término petici6n no debe entenclur­

se en un restringido sentido gramatical corno la acción para re -

querir la entrega de una cosa, sino en el más amplio de solici -
tar a alguien que haga algo. Es cierto que en determinados ca -

sos la petici6n puede consistir en la entrega de un objeto, pero 
en términos generales el derecho d'e petici6n se refiere- al requ~ 

rimiento que hace el gobernado para que la autoridad realicP. o -

deje de efectuar atribuciones". {3.4) 

Luis Bazdresch nos dice: ºEl derecho de petici6r. del artíc.E, 

lo So., garantiza que todos los funcionarios y empleados pGbli -

ces atenderán prontamente las peticiones que les sean presenta -
das. Toda petici6n que los particulares hagan a un órgano gubeE 

nativo, debe ser adecuadamente atendida, puesto que el gobierno 

~ (33) Idem. p&g. 43 

(34) Ibidem. plq, 40 
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esta instituido para el servicio del pueblo". (35) 

Para v. Castro Juventino, "el derecho de petición puede 

afirmarse que a la manera de la acción procesal en sus desarro -

llos modernos, constituye también como esta un derecho abstracto 

y no un derecho a obtener una resolución justa o fundada". ( 36) 

Burgoa nos dice: "La potestad jurídica de petici6n, cuyo ti 
tular es el gobernado en general, es decir, toda persona moral o 

física que tenga este carácter, se deriva como derecho subjetivo 

pGblico individual de la Garant!a respectiva consagrada en el ªE 

tículo 8 de la ley fundamental. En tal virtud la persona tiene 

facultad de ocurrir a cualquier autoridad, formulando una solici 

tud o_instancia escrita de cualquier índole, la cual adopta, es­

pecíficamente el carácter de simple petición administrativa, ac­

ción, recurso, etc. El Estado y sus autoridades (fur.cionarios y 
empleados}, en virtud de la relación jurídica, consignada en el 

art!culo 8 constitucional, tiene como obligación ya no un deber 

de carácter negativo o abstención como en las anteric.res garan -

tías individuales, sino la ejecuci6n o cumplimiento positivos de 

un hacer consistente en dictar un acuerdo escrito a la solicitud 

que el gobernado las eleve". (37} 

(35} Bazdresch, Luis. Garantías Constitucionales. 2a. edición, -

Ed. Trillas, México 1983. Pág. 119 

(36} v. Castro, Juventino. Lecciones de Garantías y Amparo. 2a. 

edición, Porrúa, México 1978. Pág. 95. 

(37} Burgoa, Ignacio. Las Garantías Individuales. 2a. edici6n, -

Editorial Porrúa. México 1992. pag. 377. 
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De las anteriores opiniones se desprende lo siguiente: 

El derecho de petici6n permite al gobernado ser escuchado 

por las autoridades, solicitándole su intervención generalmente 

en forma positiva, otorgando algGn permiso, dándole información 

o alguna otra actividad propia de ella. 

Es necesario realizar la petición de manera escrita porque 

en caso de que la autoridad se excuse del cumplimiento de cons -

testar alegando que no se hizo la petición, si no se realiz6 -

por escrito no se podría con1probar que se llevó a cabo, porque -

las palabras corno se dice comunmente se las lleva el viento. 

Debe ser en forma pacífica y respetuosa, cuántas veces hay 

m~nife.stac.iones que el añico objeto es provocar disturbios y no 

realizar peticiones, por lo cual me parece muy adecue.do el pre -

cepto al requerir al gobernado hacer sus solicitudes de manera -

pacífica y r~spetuosa, de cualquier forma el gobernado siampre -

debe de conducirse con respeto a la autoridad, ya qu~ a esta se 

le encomiendan actividades de orden público y debe eY.istir una -

armonía entre gobernantes y gobernados. 

Cabe destacar que al realizar una petición, el sujeto acti­

vo, no con el sólo hecho de hacerla se le cumplirá lo solicitado: 

la autoridad esta obligada a contestar la petici6n pero puede 

contestar en contra o a favor dependiendo de la petici6n y de 

las formalidades que debe contener expre~arnente, según lo indi -

que la ley de la materia. 

En cuanto a materia política, el artículo a nos dice que s~ 

lo podrán hacer uso de ese derecho (de petición) los ciudadanos 
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de la Repablica. Con lo que respecta a esta parte solo la roen -

cionarernos como integrante del artículo 8 Constitucional, ya que 

no es motivo de nuestro análisis. 

La Segunda Parte del artículo 8 nos dice: A toda petici6n -

deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya 

dirigido, la cual tiene obligaci6n de hacerlo conocer en breve -

término al peticionario. 

Realizada la petici6n con los requisitos ya mencionados, la 

autoridad que conoce de la misma deberá dar respuesta por escri­

to al peticionario. Dicha respuesta debe ser congruente a la p~ 

tici6n, no refiriéndose a cuestiones diferentes. 

Al r_especto Eduardo And~ade nos comenta: "Por último debe -

señalarse en este apártado, el requisito de congruencia, que pe­

se a no estar señalado explicitamente en el articulo So., la ju­

risprudencia de la corte ha establecido con claridad, en térmi -

nos populares, dir1ase que no se vale contestar a unil cosa con -

otra; la autoridad debe dar respuesta congruente a la petici6n -

hecha, de tal manera que no puede en su resoluci6n hacer refere~ 

cia a cuestiones distintas de las que el particular ha planteado 

en su petición. Es necesario destacar que la respuesta debe ser 

ciertamente dada a conocer al autor de la petici6n. La exigen -

cia constitucional no se satisface con la elaboraci6n de la res­

puesta escrita, si ésta no es dada a conocer de manera clara al 

peticionario". (38) 

(38) Constituci6n Política de los Estados Unidos Mexicanos. Ca -

mentada. Ob. Cit. pág. 44 
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Luis Bazdresch menciona: "La contestaci6n debe ser expresa­

da en un acuerdo que debe dictar la autoridad a quien la petici6n 

se haya dirigido, y no otra distinta; ese acuerdo debe ser eser! 

to, también para precisar sus términos, tal acuerdo obviamente -

debe ser congruente con la petición, por supuesto el precepto no 

garantiza que dicho acuerdo sea favorable y ni siquiera que sea 

legal; pero si no lo fuere, podrá ser recurrido mediante las vías 

ordinarias que a tal efecto establezca la ley 11
• (39) 

Continuando con el análisis el término de dar a conocer la 
respuesta con los requisitos mencionados, el artículo So. nos s~ 

ñala la obligaci6n de hacerlo conocer en breve término al peti -

cionario. 

Al respecto diré lo siguiente; el breve término deja al li­

bre albedrio de la autoridad el contestar la petici6n, pero exi~ 

te jurisprudencia al respecto. 

La jurisprudencia de la corte señala que por breve término 

debe entenderse aquel en que racionalmente puede conocerse una -

petici6n y acordarse. Esto de acuerdo a la petici6n, algunas d~ 

rarSn una o dos semanas y algunas dos o tres meses. 

La corte misma ha determinado que una petici6n no respondida 

en cuatro meses, ha rebasado el breve término al que se refiere 

la constituci6n. 

Ahora plantearemos las siguientes cuestiones: La autoridad 

a quien se le realizó la petici6n tiene la obligaci6n de dar co~ 

testación a la petici6n en breve término según sea la. sencillez 

o complejidad de la petición, formular·un acuerdo por escrito --

(39i Luis Bazdresch. Op. Cit. pág. 119. 
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el cual puede ser en forma positiva o negativa. 

Eduardo Andrade comenta: 11 Ha quedado claro también en la j.!:! 

risprudencia de la corte que el exceso de trabajo de las autori­

dades administrativas no es pretexto para dejar de dar respuesta 

a una petición y en todo caso deben de tomarse las medidas co­

rrespondientes para facilitar el desahogo de los trámites. Por 

otra parte es requisito fundamental constitucionalmente estable­

cido, en dar a conocer su resoluci6n al peticionario. Esto obl! 

ga a la autoridad a notificar al particular acerca de qué ha re­

suelto. Por supuesto, y así la corte lo ha dejado ascenta~o, la 

obligaciOn constitucional correspondiente no se refiere a la re­

soluc~ón favorable de la petición, baSta para cumplir con la ga­

rantía constitucional, que se d€ respuesta a la misma, a·ea en 

sentido afirmativo o negativo 11
• (40) 

Para apoyar lo menCionado se agrega la siguiente jurispru -

dencia: 

DERECHO DE PETICION.- ARTICULO 8 CONSTITUCIONAL.- El pretexto de 

los trámites por seguir, para dar contestación a la solicitud 

formulada, no es ouficiente para excusar la conducta de la res -

pensable, la que debió hacer eso al ocursante parn no incurrir 

en la violación Constitucional. 

- Amparo en revisión. 4283/957.- Miguel López Avila.- Informe 

1958. Segunda Sala. Plg. 43 y 44. (41) 

(40) constitución Política de los Estados Unidos Mexicnnos. Co -

mentada. Ob. Cit. pág. 44 
{41) Acosta Romero. Góngora Pimentel. La Constituci6n Política -

de los E.U.M. Leg. jurisprudencia y Doctrina la. edici6n Ed. 

Porraa, México. 1983. pág. 51 



-53_.. 

DERECHO DE PETICION .- Toda autoridad está obligada a· dictar el -

acuerdo que en derecho corresponda, y hacerlo saber a los quejo­

sos, como lo previene el articulo .Jto. Constitucional, sin que i!!! 
porte que la petici6n est~ mal formulada, y se satisfagan o no -

los requisitos reglamentarios. 

- Amparo en revisión 618/69.- Alfredo A. Carrasco y Coags. S6pt! 

ma época, Vol. 8. Sexta parte. Tribunales Colegiados de Circuito 

pl\g. 27. (42) 

PETICION DERECHO DE.- A toda petición que haga, deberá recaer 

un acuerdo escrito de la autoridad a quien se haya dirigido, la­

cual tiene obligación de hacerlo conocer en breve término al pe­

ticionario, pero se d~be·entender como lo indica la 16gica más -
elemental, que el acuerdo recaído debe ser congruente con la pe­

tición formulada. 

- Sexta ~poca, tercera parte: vol. II pág. 87. A.R. 28/57.- lle .. ~~ 

lata y lámina s.11. 5 votos. (43) 

PE'l'ICION DERECHO DE.- Las autoridades violan el artículo B. - -

Constitucional, cuando turnan la petición a otra oficina y ami· 
ten comunicar el trámite al interesado. 

- sexta época, tercera parte: Pág. 87.- A.R. 2436/57.- Fernando­

G. coronado Flores. 5 votos. (44) 

La no contestación por parte de la autoridad nos presenta -

las siguientes hipótesis: 

(42) .Ibidem páq. 52 

(43) Ibidem. páq. 61 

(44) Ibidem. páq. 61. 
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PRIMERA.- La autoridad no da contestaci6n a la petici6n excusán 
dese, que no contest6 por exceso de. trabajo, por no Ser la auto­

ridad competente, porque no se cumplieron las formalidades que -

exige la ley de la materia. Estas excusas no eximen a la auto­

ridad a la autoridad de contestar a la petici6rv al respecto te­

nemos la siguiente jurisprudencia: 

PETICION DERECHO DE.- Si en el escrito en que el peticionario ae 
cumplimiento a determinados requisitos que le fueron pedidos, 

también insiste en su solicitud, es claro que la oficina respec­

tiva esta obligada a acordar ese escrito y a dar a cc•nocer esu -

acuerdo al interesado, en breve término, en cumplimiento a lo o~ 

denado por el articulo 80. Constitucional, sin que sea suficien­

te el simple trámite interno que la autor.idad o:i:'dene, para que -

se de cumplimiento a la garantía establecida en el citado precc2 

to. 

- sexta época. Tercera parte: vol. IX pag. 95.- A.R. 132/57.- l~ 

berto Brugada Macedo. 5 votos. (45) 

PETICION DERECHO DE.- Una solicitud dirigida a una autoridad 

que llene los requisitos que establece el artículo Bo. Constitu­

cional, lo obliga a dictar el acuerdo procedente y a hacerlo en 

breve término del conocimiento del peticionario, aunque no sea -

esa autoridad la obligada a conocer de la petici6n, ya que el 

aludido precepto no hace esa excepci6n. (46) 

SEGUNDA.- Existe el silencio de la Administraci6n denominado por 

la doctrina corno positiva ficta, consiste que al realizar una p~ 

(45) Ibidem. páq. 62 

(46) lbidem. páq. 62. 
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tici6n, pasado determinarlo periodo de tiempo se entiende tásita­
mente la contestación de la autoridad favorable al peticionario. 

TERCERA: Existe el silencio de la Administración pública, deno­

minado como negativa ficta, consistiendo que realizada una peti­
ción, pasado determinado periodo de tiempo, se entiende táoita -

mente la contestación de la autoridad de manera negativa al petJ:. 
cionario. 

Ambas figuras positiva y negativa ficta serán motivo de es­
tudio en el siguiente capítulo, ambas son violatorias del artíc~ 
lo So. Constitucional, por no formular un acuerdo por escrito y 

ser notificado' al peticionario. Pero además la negativa fleta 
es violatoria del artículo 16 Constitucional en su primera parte 
por ser ~n acto de molestia. 

Es por eso que a continuaci6n analizaremos el articulo 14 y 

16 Constitucionales, por ser los más importantes consagrando ga­
rantias de seguridad jur1dica y para diferenciar el acto de pri­
vaci6n del acto de molestia. 

GARANTIAS DE SEGURIDAD JURIDICA 

ARTICULOS 14 }' 16 CONSTITUCIONALES 

Estas garantias establecen un sistema en el cual van a con­
vivir gobernantes y gobernados de acuerdo con la ley, nuestro E~ 
tado Mexicano es un Estado de derecho: es la ley quien crea un -
orden, una armonía, una seguridad, es ella quien va a fijar las 
normas de convivencia, la ley esta compuesta por normas jur1dicas. 

Dentro del poder público se crea una estructura, que nos i~ 
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dica .que las autoridades solo podrán hacer todo aquello que la -

ley expresamente les permita, siempre que lo lleven a cabo en 

los términos, condiciones, requisitos que la misma ley establez­

ca; por otro lado el gobernado puede hacer todo menos lo que la 

ley les prohiba. 

En la ley debe de estar contemplada la existencia, la comp~ 

tencia y la materia que rija los actos de la autoridad. 

En cuanto a la existencia de la autoridad, solamente la ley 

crea el órgano público o autoridad, dentro del sistema jurídico 

mexicano, debe haber leyes que den existencia a las autoridaden. 

Mencionaré un ejemplo; la Dirección Federal de Auditoria 

Fiscal, surgió porque la Secretaria de Hacienda y Cré.dito Públi­

co se le otorgan atribuciones para el aspecto fiscal y cre6 ese 

organismo corno medio de apoyo a su tarea encomendada. 

Su competencia.- No basta con que exista la autoridad, de­

be haber ley no sólo que le de existencia sino le indique su ca~ 

petencia. 

A la autoridad se le debe de dotar leyes que van aplicar, -

de acuerdo a la materia, por ejemplo; existen tribunales civi -

les, los cuales basan sus resoluciones en el C6digo Civil Fede -

ral, en el C6digo de Procedimientos Civiles y en materia Estatal 

en el Código Civil Estatal. 

A la autoridad lo único que se le encarga es el cumplimien­

to o aplicaci6n de la ley (Regla de Conducta de observancia obl~ 

gatería para toda persona que se encuentre dentro de la hipote -

sis legal). 
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Las leyes deben ser claras, precisas, directas, debiendo 

cumplir con los valores del derecho, buscando siempre ser justas 

y armonizar las relaciones humanas dentro de la sociedad, evitan 

do injusticias, pero eso solo se logrará cuando las autoridades 

se den cuenta de la gran importancia del cumplimiento de las le­

ye5 y respetando siempre el derecho ajeno pero para que esto su­

ceda, se deben de conocer las leyes; la gran mayoría de los go -

bernados desconoce las leyes y aún más dP.sconoce las Garantías 

Individuales que consagra nuestro máximo ordenamiento; no se pu~ 

de decir lo mismo de la autoridad, ella se supone que. conoce las 

leyes, por lo cual debería ser la primera en respetarlas, pero -

sin embargo, no hay día que deje de violar los derechos de los -

gobernados, a~rovechándose de su ignorancia. 

Es por eso que las Garantías consagradas en los artículos -

14 y 16 son las más importantes por ser éstas quienes nos otar -

gan una seguridad jurídica frente al gobernante o autoridad. 

ARTICULO 14 (Análisis específico al párrafo segundo) • 

El artículo 14 Constitucional nos establece cuatro garan 

tías: 

I. La Retroactividad de la ley 

II. La Garantía de audiencia 

III. La exacta aplicaci6n de la ley en materia penal 

IV. La Garantía de legalidad en el orden civil. 

El tema que nos ocupa es el párrafo segundo del precepto 

Constitucional, artículo 14, que nos consagra la Gare.ntía de Au­

diencia. 
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l. Titularidad de la Garantía de Audiencia. 

El segundo p§rrafo del artículo 14 Constitucional textual -

mente establece: 

11 Nadie puede ser privado de la vida, la libertad, o de sus 

propiedades, posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido 

ante los tribunales previamente establecidos en donde se cumplan 

las formalidades esenciales del procedimien~·-:> y conforme a las -

leyes expedidas con anterioridad al hecho 11 
.. 

nurgoa nos comenta: '1La Garantía de Audiencia en nuestro as: 

tual artículo 14 Constitucional se integra según Lemas, afirmado 

mediante cuatro Garantías específicas de seguridad jurídica, ne­

cesariamente concurrentes y que son: El juicio previo al acto -

de privación; que dicho juicio se siga ante tribunales previamen 

te establecidos; el cumplimiento a la observancia de las formal! 

dades procesales esenciales y la decisión jurisdiccic·nal ajusta­

da a las leyes vigentes con antelaci6n a la causa que origine -

el juicio''. {47) 

El titular de la Garantía de Audiencia es el sujeto activo 

o gobernado, el sujeto activo de las Garantías Individuales como 

ya lo hemos estudiado en el capítulo correspondiente es tanto la 

persona física, como moral de derecho civil o social, los orga -

nismos descentralizados, las empresas de participaci6n estatal y 

la propia autoridad cuando se encuentra en las relaciones de coo.r 

dinaci6n. 

(47) Burgoa. Op. Cit. pág. 537 
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Al respecto V.Castro Juventino nos dice: "Cuando el Segundo 

párrafo del artículo 14 Constitucional afirma que nadie podrá 

ser privado de determinados derechos esenciales, sino ajustándo­

se· a ciertos requisitos, se expresa que todo titular de la Gara~ 

tía puede ser todo sujeto gobernado sin distinci6n de nacionali­

dad, sexo, edad o condición". (48) 

2. Concepto de Acto de privación. 

El acto de autoridad consistente en la privación de dere 

chas, estriba en una merma o menos cabo (disminución) de la esf~ 

ra jurídica del gobernado, así como la irnpedición de un derecho, 

esta .debe ser el fin último, defintivo y natural del acto. 

El he9ho de que el acto sea en forma definitiva y natural -

es porque puede confundirse con otras figuras juridicas tales c2 

mo embargos, secuestro de bienes u otros similares, caso concr~ 

to como el auto de exequendo, siendo este un medio para que a 

través del propio acto de autoridad u otros se obtengan fines 

distintos, dicho auto de exequendo origina una aparente privaciOn 

no siendo ésta el objetivo final o definitivo, es por lo tanto -

un medio de aseguramiento de las prestaciones debidas al ejecu -

tan te .. 

Al respecto Burgoa nos comenta: "En conclusiOn, si la priv~ 

ci6n de un bien material o inmaterial, bajo los aspectos indica­

dos anteriormente es la finalidad connatural perseguida por un -

acto de autoridad, éste asumirá el carácter de privativo; por el 

(48) v. Castro, Juventino. Ob. Cit. pág. 219. 



.:.50-

contrario, si cualquier acto autoritario, por su propia índole -

no tiende a dicho objetivo, sino que la privaci6n que origina es 

solo un medio para lograr otros propósitos, no será acto privat~ 

va sino de molestia como sucede en el auto de exequendo por fal­

tarle el elemento definitividad teleológica que ya hemos mencio­
nado". (49) 

Ya estudiado y comprendido el acto de autoridad condiciona­

do, a continuación analizaremos los bienes jurídicos tutelados -

por la Garantía de audiencia, no sin antes comentar lo siguiente: 

Todo acto de privación es también un acto de molestia, por 

lo tanto, la ai.J.toridad al violar el segundo párrafo d.el artículo 

14 Constitucional vio.la también la p~imera parte del artículo 16 

Constituc.ional por ser un ac~o de molestia también. 

La violaci6n a la primera parte del artículo 16 Constituci2 

nal no necesariamente es violatorio del artículo 14 en el párra­

fo segundo, en conclusión todos los actos de privaci6n son tam -

bién actos de molestia, pero no todos los actos de molestia son 

actos de privaci6n. 

Los bienes jurídicos tutelados, son los siguientes: 

La vida, la libertad, la propiedad, la posesi6n y los dere­

chos del gobernado. 

l. La vida.- Se refiere a la existencia del individuo, al de­

sarrollo de sus funciones orgánicas propias del ser humano. 

(49) Burgoa. Ob. Cit. pág. 539 
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2. La libertad.- Es la facultad del sujeto para decidir sus -

actividades, pero principalmente la libertad personal, f!s! 

ca o ambulatoria. 

3. La propiedad.- Es un derecho real oponible a todos, tenien 

do tres caracter!sticas fundamentales que son el uso, dis­

frute y el de disposición de la cosa. 

El uso es la facultad que tiene el propietario para utili-­

zar el bien para satisfacer sus propias necesidades. 

El disfrute se traduce en que los frutos que traduzca la -­

propiedad, el titular puede hacerse de ellos. 

La disposición de la cosa.- El titular puede lle\•ar a cabo­

cualquier acto de dominio, que éste sea como venta, dona- -

ci6n 'i otros. 

Respecto a la propiedad de bienes inmuebles diremos q~e - -

existe una formalidad especial; consiste en su inscripci6n­

o registro pablico. Con lo que atañe a dicha formalidad -­

existen propiedades auténticas y falsas, legítimas o ilegi­

timas, verdaderas o aparentes, cabría preguntarse cual de -

estas modalidades protege la garantía de audiencia. 

El Juicio de Amparo procede por violaciones a las garant!as, 

por parte de las autoridades, en dicho juicio corresponde -

determinar la constitucionalidad o inconstitucionalidad del 

acto de autoridad, no resuelve cuestiones de dominio, por ·­

lo ~ante protege a cualquier tipo de propiedad tutelada por 

la garantía. 
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4. La posesión.- En el Derecho Romano, tenía dos elementos fun 

damentales; segGn Savigny dichos elementos son ei corpus, 

que es la tenencia material o poder fáctico de disposici6n -

de una cosa, y el animus, la intenci6n de conducirse como 

dueño de una cosa. 

Existen dos tipos de posesión, Burgoa nos habla al respec­

to: "Ahora bien, el poder de hecho que se ejerce sobre una cosa 

necesariamente debe tener una causa, reconocer un origen, (causa 

possecionis). Si tal causa, por su propia naturaleza jurídica, 

es susceptible de generar para quien desempeña dicho poder fáct! 

ca, cualquier derecho normalmente atribuible a la prcpierlad, ex­

cluyendo el que estriba en la disposici6n de la cosa, entonces -

De esta en presencia de una possesi6n derivada. En c2.rnbio si la 

causa possecionis,. por su misma ín<lole, imputa al que ejercita -

el poder de hecho, además del derecho de usar, y de disfrutar. 

del bien de que se trate, la facultad de disponer de él (jus ab~ 

tendi) el caso será de posesi6n originaria 11
• (50) 

En resumen de lo mencionado por Burgoa, tanto la posesión -

originaria como la derivada, están protegidas por la garant!a a~ 

audiencia; la simple tenencia material de un bien, sin la causa 

jurídicamente apta para imputar al sujeto los derechos atribui -

bles a la propiedad, no se considera posesión. 

Burgoa no.s habla al respecto: 11 Por otra parte tratándose de 

conflictos posesorios, en cuestiones que exista di~puta de das o 

más personas por la posesión; la garantía de audiencia es eficaz 

(50) Burgoa. Ob. Cit. pág. 543. 
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para preservar cualquier posesi6n, independientemente del título 

o la causa conforme a la cual se haya constituído, siempre que -

no se trate de actos notoriamente ilegítimos o delictivos que 

por su propia índole jurídica son ineptos para originar en favor 

del que ejerce el poder de hecho, ningún derecho normalmente 

atribuíble a la propiedad". (51) 

La diferencia entre la posesi6n per se y la secundurn quid, 

es que la posesi6n per se es la que tiene directamente y persa -

nalmente su titular. La secundum quid es la que tiehe una pers2 

sana por representaci6n o mandato de otra; por ejemplo el alba -

cea, sindicato o mandatario. 

Lo anterior es importante diferenciar porque las garantías 

son personalísimas, atienden s6lo al sujeto activo afectado, no 

al representante (secundum quid) por querer ejercer derechos a 

nombre de otro. 

5. Derechos.- En cuanto a estos diremos que la garantía de au­

diencia protege todo tipo de derechos del sujeto pasivo ya -

sean reales o personales. 

3.- Garantías de Seguridad jurídica integantes de la audiencia. 

El acto de privaci6n del que habla el artículo 14 Constitu­

cional en su Segunda Parte debe cumplir con los siguientes requl 

sitos. 

l. Mediante juicio 

2. Seguido (el juicio) ante tribunales previamer.te estable-

(51) Ibidem. páq. 545 



cidos. 

3. Que se cumplan las formalidades esenciales del procedi­

miento. 

4. Conforme a las leyes expedidas con anterioridad al he -

cho. 

l. Mediante Juicio.- La expresión mediante nos indica que an -

tes del acto de privaci6n la autoridad primero debe cercio -

rarse escuhando al gobernado acerca de su defensa, para que 

la autoridad no resuleva sin antes escuchar; por ejemplo, si 

la autoridad dicta una resoluci6n y luego da oportunidad de 

defensa, viola la garantta de audiencia, primero debe de 

existir defensa y posteriormente se dará una resoluci6n. 

Ei juicio se traduce en cualquier procedimiento a través del 

cual oe le de oportunidad de defender sus derechos el gober­

nado. Dicho procedimiento lo encontrarnos en las leyes adje­

tivas, según sea la materia correspondiente, por ejemplo; el 

C6digo de Procedimientos Civiles, el C6digo de Procedimien -

tos Penales, tales ordenamientos establecen las reglas del -

procedimiento de la materia correspondiente a ellos. Si no 

se encuentra contemplado en la ley, el juicio será el procedi 

miento en el cual el afectado tenga la oportunidad de r.eali­

zar su defensae 

conjuntamente la expresi6n mediante juicio significa un pro­

cedimiento previo, al acto de privaci6n para comparecer, al~ 

gar y ofrecer pruebas por parte del gobernado ante la autori 

dad que pretende llevar a cabo el acto de privaci6n. 

Dicho requisito es uno de los más violados, ya que muchas a~ 
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toridades no 1o respetan y dictan sus resoluciones afectando 

la esfera jur!dica de lo.s gobernados, sin antes escuharles y 

permitirles defender su derecho, citar~ como ejemplo las cla!:!. 

suras de locales comerciales, las clausuras de inmuebles, 

que son los casos más frecuentes. 

2. Ante tribunales previamente establecidos.- Este requisito -
nos hace referencia a lo que ordena el art!culo 13 constitu­

cional que dice que nadie puede ser juzgado por leyes priva­

tivas o tribunales especiales. Los tribunales deben de exi~ 

tir, estan ya establecidos y contemplados en la ley, el tri­

bunal o tribunales son la propia autoridad ante la cual se -

debe de seguir el juicio. 

Burgoa nos indica: "Ahora bien, la idea de acepci6n merame.!!. 

te formal, o sea, considerarse unicamente como tales a los 5rga­

nos del Estado que estén constitucional o legalmente adscritos -

al Poder Judicial Federal o local, sino que dentro de dicho con­

cepto ~e comprende a cualquiera de las autoridades ante las que 

se debe seguir el jui~io de que habla el Segundo Párrafo del ar­

tículo 14 de la Constitución, en las distintas hipotesis que al 

respecto apuntamos 11
• (52) 

J. Formalidades esenciales al procedimiento.- Estas formalida­

des son dos: la defensa y el derecho a rendir pruebas. 

Burgoa nos comenta: "Pues bien, cuando un ordenamiento adj~ 

tivo, cualquiera que este sea, consigna dos oportunidades, la d~ 

fensa y la probatori~, puede decirse que las erige en formalida-

(52) Ibidem. p~q. 555 
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des procesales, las cuales asumen el carácter de esenciales, po~ 

que sin ella la Garantía jurisdiccional no se desempeñar!a· debi­

da y exhaustivamente 11
• (53) 

Es muy importante que la autoridad respete el C\llilplimiento­

de las formalidades esenciales del procedimiento, porque sin - -

ellas no podr1amos defender nuestros derechos. 

Si la autoridad nos indica que hemos cometido violaciones a 

las leyes por medio de la defensa y el ofrecimiento de pruebas .. 

podemos demost~ar lo contrario e impedir la realización del acto 

de privación y el abuso por parte de la autoridad. 

4. Conforme a leye~ expedidas Con anterioridad al hecho.- Si­

se viola la ley con un acto o hecho jurídico, por parte del 

gobernado, es claro que ese hecho o acto jurídico debe es-­

tar contemplado en la ley, por lo cual debe existir primero 

la ley antes que el hecho: dicha ley para su aplicaci6n de­

be estar correctamente interpretadn y es la obligación de -

la autoridad el hacerlo. 

4.- La Garantía de audiencia frente a la leyes. 

El legislador debe de dar cumplimiento a la garantía de au­

diencia, cuando el legislador en una ley establece actos de pri­

vación debe crear el procedimienko previo al acto de privación.­

si no lo hace la ley tendrá un vicio de origen, siendo inconsti­

tucional y violatoria de la garantía de audiencia. 

(53) Ibidem. p~q. 557 
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Con lo anterior doy por terminado el análisis de la Garan -

t!a de audiencia, consagrada en la Segunda Parte del artículo 14 

Constitucional, no sin antes agragar lo siguiente: 

La Garantía de audiencia es uno de los más importantes ord~ 

namientos.constitucionales, en ella se contempla el acto de pri­

vaci6n, ya sea de la vida, la libertad, la propiedad, las pose -

sienes o derechos del gobernado, dicho acto al llevarse a cabo -

es el que más afecta la esfera jurídica de los gobernados ¿cuán­

tas personas ftsicas han sido privadas de la libertad?, sin que 

se hayan cumplido los requisitos que ya hemos mencionado y anali 

zado, ¿cuántas son las clausuras llevadas a cabo por la autori -

dad administrativa? todo esto producto del abuso de la autoridad 

inconsiente de su deber, de lo que exige la sociedad; será tarea 

del propio gobiern.o y de sus autoridadeG, el debido cump"limiento 

de las leyes, para evitar tantas anomal1as en su proceder y po -

der cumplir con sus funciones de una manera más digna de como lo 

han llevado a cabo. 

Algunas excepciones a la G~rant1a de audiencia; primero di­

remos que las excepciones sólo pueden derivar de la propia Cons­

titución como ordenamiento máximo. 

l. Articulo 3o. Constitucional, Párrafo Segundo.- Les particu -

lares podrán impartir educación en todos sus tipos y grados. Pe­

ro por lo que concierne a la educación primaria, secundaria y 

normal (y a la de cualquier tipo o grado, destinada a obreros Y 

campesinos) deberán obtener previamente, en cada caso, la autori 

zaci6n expresa del poder público. Dicha autorizaci6n podrá ser -

negada o revocada, sin que contra tales resoluciones proceda jui 

cio o recui:so alguno. 
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La Constituci6n es clara al señalar que contra la negaci6n 

o revocaci6n del permiso no hay juicio ni recurso. 

2. Artículo 27 Constitucional, en la figura de la expropiación. 

La propiedad privada puede ser expropiada por la autoridad, siefil 
pre que sea por causa de utilidad pGblica y que sea por causa de 

utilidad pGblica y mediante indernnizaci6n, en tal precepto no 
nos señala bajo que procedimiento hará la expropiaci6n por lo 

cual se lleva a cabo sin procedimiento alguno, por lo tanto es -

una excepción a la Garantia de audiencia. 

3. Artículo 33 Constitucional.- Establece la facultad del eje­

cutivo para expulsar a los extranjeros indeseables, sin juicio -

alguno. 

4. Esta contenida en la Fracci6n XIV del artículo 27 Constitu -

cional, cuando establece que los propietarios afectados con res~ 

luciones dotatorias o restitutorias de ejidos o aguas dictadas -

en favor de los pueblos, no tendrán ningun derecho ni recurso l~ 

gal ordinario ni podrán promover el juicio de amparo. 

ARTICULO 16 (An~lisis específico a la Primera Parte) 

Textualmente establece: Nadie puede ser molestado en su per 

sana, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud -

del mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y 

motive la causa legal del procedimiento. 

Aquí encontramos una protecci6n aún mayor que en el artícu­

lo 14 Segunda Parte. Una molestia es violatoria de la primera -

parte del articulo 16 Constitucional, dicho esto empezare~os el 
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estudio correspondiente. 

l. Titularidad de las Garantías Consagradas. 

El precepto ya ha sido estudiado en el artículo 14 Consti -

tucional Segunda Parte y se refiere a toda persona en sentido 

contrario. El sujeto activo o gobernado es titular de esta ga -

rantía, ya sea persona física o moral, todo gobernado es el tit~ 

lar de esta garantía. 

2. Concepto de acto de molestia. 

El acto de autoridad consignado en la primera parte del ar­

tículo 16 Constitucional es el acto de molestia, que consiste en 

una pe.rturpaci6n o afectación a cualquiera de los bienes jurídi­

cos que contempla el artículo 16 en su primera parte, es notable 

que la protección del precepto es mucha más amplia que la del a~ 

tículo 14 en sus tres Gltimos párrafos. 

v. Castro nos comenta: "Ya se ha comentado que mientras el 

artículo 14 habla de privaci6n de derechos, el artículo 16 otor­

ga su protección a un área más primaria y menos lesiva apar~nte­

mente del individuo. Por lo tanto la garantía de legalidad ca~ 

tenida en la disposici6n que examinamos, es más sutil y extiende 

la protecci6n constitucional a planos más subjetivos que los de 

la primera disposici6n citadaº. (54) 

Retomando lo concluído anteriormente diré que todo acto de 

(54) v. Castro Juventino. Ob. Cit. páq. 225. 



privaci6n es un acto ~e mól'e_~-tia, p_ero·.n<? tod_o· acto de molestia 

es de privaci6~. 

Burgoa nos hace una ClaSificaci6n -de los actos de molestia, 

es la siguiente: 

11 a) Actos materialmente administrativos que causen una sim­

ple afectaci6n o perturbaci6n a los bienes jurídicos 

protegidos, violan el artículo 16 Constitucional en su 

primera parte (Acto de molestia en sentido ~stricto) • 

b) Actos materialmente jurisdiccionales, penale:s o civiles 

{merc~ntiles, administrativos y del trabajo). 

e) En actos estrictos de privación". (55) 

Esto's dos G.ltimps los co.nsideramos como actos d€! molestia -

en sentido lato y deben ajustarse tanto al artículo 16 en su pr! 

mera parte y al 14 en sus tres últimos párrafos. 

3. Bienes jurídicos pres~rvados en la prim~ra parte del artícu. 

lo 16 Constitucional. 

Son los siguientes: La persona, la familia, domicilio, pap2 

les o posesiones. 

a) El elemento persona se relaciona a la capacidad imputa­

ble al individuo, el cual puede adquirir derechos y contraer 

obligaciones por tener personalidad jurídica y tener una indivi­

dualidad psico-física. 

(55) Burgoa. Ob. Cit. pligs. 591 y 592 C22. 
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Este concepto de persona abarca tanto a la persona física -

y la moral creada por la f icci6n del derecho que le ha otorgado 
capacidad jurídica. 

Al respecto Burgoa concluye: "El gobernado a través de su -

persona, es susceptible de afectarse por un acto de molestia en 

sentido lato, en los siguientes casos: 

l. cuando se le restringe.o perturba su actividad o individual! 

dad psico-física propiamente dichas e inclusive s:.u libertad 

personal. 

2. Cuando tal restricción o perturbaci6n concierne a su capaci­

dad jurídica de adquirir derechas y contraer obligaciones -­

(libertad de contrataci6n). 

3. Tratándose de personas morales, al reducirse o disminuirse -

las facultades inherentes a su entidad jurídica, impidiendo 

o limitando el ejercicio de su actividad social 11
• (56) 

b) La familia, este término empleado en el precepto anali­

zado puede causar confusi6n, la familia esta compuesta por pers2 

nas físicas, ahora bien cualquier acto de autoridad que lesione 

los derechos establecidos en la garantía de legalidad, afectan­

do a una persona, s6lo puede ser impugnada por el sujeto afecta­

do. A lo que se refiere este bien tutelado, la familia es los -

derechos familiares del sujeto activo, tales como su estado ci -

vil, la filiaci6n y otros. 

Si el sujeto activo es afectado en sus derechos de filiación 

es violatorio del artículo 16 constitucional en su primera parte. 

(56) Ibidem. páq. 593 
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e} El domicilio.- El domicilio del gobernado es su propio 

hogar, es decir su casa, su lugar de residencia, sOlo o con su -
familia, esto es su casa habitación, donde conviva ccn sus fami­
liares, comprendiendo todos los bienes que ne encuentran den -

tro de ella, eato referente a las personas f!sicas. A las perso 

nas morales el sitio o lugar donde se halle establecida su admi­
nistraci6n, conforme a lo dispuesto por el artículo 33 del C6di­
go Civil. 

Si el individuo o sujeto activo carece de lugar de residen­
cia definitiva; si interpretamos el arttculo 29 del C6digo Civil 

tanto su oficina, despacho o local donde trabaje debe reportarse 
como su domicilio, por ejemplo: una persona que venga del Estado 
de México al Distrito Federal renta un local comercial, donde d~ 

sarrola sus actividades, pero no tiene casa definitiva, se hosp~ 

~ da en cualquier hotel, los bienes que tiene en su local es su pa 

trimonio será por lo tanto el local el lugar contemplado como d2 

micilio que puede ser afectado por la autoridad. 

El domicilio para el ser humano es un luga~ muy importante, 

por lo tanto su inviolabilidad, la fundamental protccci6n cons~ 

grada en el precepto constitucional que estarnos analizando. 

d) Los papeles.- Estos comprenden y abarcan a todo2 los d~ 

cumentos de una persona, los cuales tienen la función de acredi­

tar la personalidad de la misma, como el acta de nacimiento, ca~ 

tilla, pasaporte y otros de acreditar la propiedad, ya sea de -­

bienes muebles o inmuebles, tales como escrituras públicas, f;;..<:­

turas y otros; en fin todas las constancias escritas de algún h~ 

cho o un acto jurídica, son los denominados papeles. 
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La razón de tutelar a los papeles del gol.Jernado es p rotege.f_ 

los de que la autoridad se pueda apoderar de ellos para fines ªE 

bitrarios, que afecten al sujeto activo e incluso intente despo­

seerlo de lo que legalmente les pertenece. 

e) Posesiones.- Antes de analizar el concepto de posesio- -

nes, diremos que el articulo 14 en su segunda parte también lo -

menciona, pero de una manera análoga a la propiedad, hecha esta­

aclaraci6n procederemos a su estudio dentro del articulo 16 Pri­

mera Parte. 

Por posesiones se entiende todos los bienes muebles e inmu~ 

bles que se encuentren y pei::tenezca_n al gobernado, lo que a la -

posesi6n original y derivada se refiere la garantía s6lo se con­

templa a la ·violaci6n de los requisitos que consagra no a la il~ 

gitimidad o legitimidad de las posesiones; el juicio de garan- -

tías resuelve acerca de la constitucionalidad o inconstituciona­

lióad del acto de afectación si es violatorio o no de garantías. 

4. Garantías de competencia constitucional. 

La ley da existencia a la autoridad también la ley de comp~ 

tencia a la autoridad , ¿ahora qué es competencia?. 

En 1874 la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoció -

de un amparo encabezado por Don Isidro Montiel y Ouarte contra -

una ley de carácter fiscal. 

Conoció del amparo el presidente de la Corte Don José María 

Iglesias, el cual concluyó después de un gran estudio del mismo­

que toda autoridad ilegítima es originariamente incompetente; 0.§. 



te criterio prevaleci6 durante un tiempo fué Vallarta quien re -

fut6 ese criterio, diciendo lo siguiente la ilegitimidad y la -

competencia son dos cosas distintas1 la legitimidad se refiere a 

la persona, al individuo nombrado para tal cargo público y la 

competencia se rela~iona s6lo con la entidad moral que se llama 

autoridad. Es este Gltimo criterio el de Vallarta el que ha re­

gido hasta nuestros días. Corno apoyo mencionaremos la siguient~ 

tesis jurisprudencial. 

"TESIS III INCOMPETENCIA DE ORIGEN.- La corte ha sostenido 

el criterio de que la autoridad judicial no debe intervenir para 

resolver cuestiones politicas, que incumben constitucionalmente 

a otros poderes, en el amparo no debe juzgarse sobre la ilegali­

dad de la autoridad, sino simplemente sobre su competencia; pues 

s~ se declqra que una autoridad señalada como responsable, pro -

píamente no era autoridad, el amparo seria notoriamente improce­

dente. Sostener que el articulo 16 de la Constituci6n prejuzgq 

la cuesti6n de legitimidad de las autoridades, llevaria a atacar 

la soberania de los Estados, sin fundamento constitucional y por 

medio de decisiones de un poder que, como el judicial carece de 

facultades para ello, convirtiéndose en arbitro de la existencia 

de poderes que deben ser independientes de él". (57) 

Existe otro tipo de competencia llamada jurisdiccional que 

es el conjunto de facultades con que la ley secundari.a enviste a 

una determinada autoridad que no puede refutarse como garantia -

de seguridad juridica en los términos del artículo 16 Constitu­

cional. 

(57) v. Castro Juventino. Ob. Cit. p&g. 228. 
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Concluyendo, la competencia es el conjunto de facultades 

que la ley otorga a las autoridades para dictar resoluciones y -

concluir controversias; la competencia constitucional es ¡a que 

esta protegida po·r el articulo 16 de la ley suprema. 

S. Garantía de Legalidad. 

Esta Gacantía es la que mayor protección da al gobernado, -

absorviendo incluso la de competencia constitucional, como ya lo 

hemos venido diciendo todo acto de autoridad debe de estar basa­

do en la ley y bajo su imperio, si no es un acto arbitrario y -

violatorio de garantías consagradas en los preceptos analizados. 

La expresión "que funde y motive la causa legal del proced.J:. 
miento", .se desprende de los. conceptos de fundamentación y moti 
vaci6n, los cuales analizaremos a continuaci6n. No sin antes d~ 

cir, qu~ se entiende por causa legal del procedimiento. Es el -

acto o actos que originan la molestia a la cual nos hemos refer! 

do, toda autoridad al dictar una resoluci6n siendo competente p~ 

ra ello debe de apoyarse en una causa pero además debe ser legal 

fundado y motivado, basándose en la ley. 

a} Concepto de Fundamentaci6n. 

Esta consiste en que los actos que originen la molestia, de­

ben basarse en una disposici6n normativa general, o sea, la 

ley si recordamos que la autoridad s6lo puede hacer lo que -

la ley expresamente le ordene, según sean sus facultades que 

le permita la ley ejercer, por ejemplo; si el juez de lo ci­

vil dicta una sentencia, debe decir el precepto, o sea el o 

los artículos en los cuales se apoy6, no decir según el C6di 

go de Procedimientos Civiles, sino exactamente el articulo o 

los artículos aplicados al caso concreto. 
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b) Concepto de motivación. 

Si la autoridad realiza sus actos basándose en lo que expre­
samente dice la ley mencionando los preceptos que aplicó, es 

su obligaci6n de explicar dichos preceptos, es decir, moti -

var consiste en indicar las razones, las circunstancias que 

se desprendan del mismo precepto aplicado, esto debe de ase~ 

tarae en un mandamiento escrito que sirva de base al afect~ 

do para su defensa. 

La fundamentación y motivación son muy importantes para el -

sujeto afectado, ya que incluso se considera como excepción al -

principio de definitividad del amparo y además la fundamentación 

señala los preceptos violados y del porque de la vial.ación, esto 

permite al gobernado, observar si realmente corneti6 lo que el -­

precepto establece y si lo viol6 o no. 

Concurrencia de la fundamentaci6n y Motivaci6n, estos con -

ceptos dependen uno del otro, por lo tanto es indispensable que 

concurran ambos conceptos en el mandamiento escrito de la autor1 

dad competente. 

6. Garantía de mandamiento escrito. 

Ningún acto de autoridad debe ser de forma verbal, siempre 

tiene que ser por medio de la forma que establece la ley, que es 

la forma escrita expedida por el superior jerárquico, dándosela 

a conocer al gobernado antes o simultáneamente al acto de moles­

tia, otro requisito más es el de la forma auténtica 6.el funcion~ 

rio público. 

con lo anterior doy por terminado el análisis correspondien 
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te, no sin antes hacer los siguients comentarios. 

Los artículos 14 y 16 Constitucionales consagran las princ! 

pales garantías para el g~bernado y las que hemos analizado son 

las más importantes; parad6gicamente son las mfis violadas, no 

hay día en que visitando los juzgados de Distrito esten en las -

ventanillas aludiendo a los preceptos mencionados como violados, 

y yo me pregunto si son nuestras Garantias más import.antes que -

le indican a la autoridad como debe de proceder en sus actos y -

ella hace caso omiso a esas Garantías ¿Qué pasaría si no existí~ 

ran éstas?. 

La forma de conducirse de la autoridad se traduce en estas 

palabras; corrupci6n, abuso, arbitrariedad. 
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CAPITULO IV 

LAS GARANTIAS INDIVIDUALES 

FRENTE AL SILENCIO ADMINISTRATIVO 

En el capítulo anterior analizamos los art!culos 80, .. 14 en 

su segunda parte, y 16 en su primera parte, los dos últimos con~ 

sagran Gar.antías de seguridad jurídica; en el artículo So. cons! 

derado como Garantía de libertad de los gobernados para rcali -

zar sus peticiones y la obligación correlativa de la autoridad -

de formular un acuerdo por escrito a esa petici6n. 

Al finalizar el análisis del artículo 80. planteamos J hi­

potesis: 

l. Cuando la autoridad simplemente no contesta a la petición. 

2. Cuando contesta tásitamente en forma positiva (positiva fic­

ta). 

3. Cuando contesta tásitamente en forma negativa (negativa fic­

ta). 

Estas tres hip6tesis indudablemente son evidentes violaci~ 

nes a lo que manda el artículo So. Constitucional, pero además -

la primera y la tercera hip6tesis son violatorias del artículo -

16 Constitucional en su primera parte, por ser actos de afecta -

ci6n o de molestia y por no formular un acuerdo por escrito que 

también consagra dicha Garantía, cuando dice a la cita: Nadie 

puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o 

posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autori -

dad competente que funde y motive la causa legal del procedimien 

to. 
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ESi~ 
SAUR 

USIS 
DE. lC\ 

~m rirnE 
maumEGft 

Antes de comprobar lo mencionado, estudiaremos primero que 

es lo denominado como silencio de la administraci6n en sus figu­

ras como la Positiva y Negativa ficta, porqué considero a la neg!! 

tiva ficta como doble violación. Pero el objetivo no es descu -

brir las fallas, sino es proponer soluciones, es por eso que COQ 

cluiré nuestro estudio con una propuesta. 

I. DEFINICION DEL SILENCIO ADMINISTRATIVO 

Al respecto plantearé tres hipotesis: 

~rimera hipotesis.- Es cuando la autoridad no contesta a la pet! 

ción que realiz6 el gobernado, excusándose de la siguiente mane­

ra; que no contestó por exceso de trabajo, porque no es la auto­

ridad competente, porque.no se cumplieron los requisitos y form!!_ 
lidades de· la ley de la materia; estos no se deben de confundir 

con los requisitos que señala el articulo Be. Constitucional, 

que son que la petición se realice por escrito, de manera pac!fi 

ca y respetuosa, a lo que se refiere son a los datos que debe 

contener la petición, segfin esta sea. 

Esta primera hipotesis simple y llanamente, la autoridad no 

da contestaci6n, sin que se entienda una contestación tásita, e~ 

mo es el caso de la positiva y negativa ficta, las cuales anali­

zaremos posteriormente. 

si la autoridad no contesta por las excusas que heme~ men -

cionado, éstas no pueden ser pretextos para su incumplimiento, -

así lo señala la siguiente jurisprudencia: 

"PETICION, DERECHO DE: Si en el escrito en el que el peti -

cionario da cumplimiento a determinados requisitos que le fueron 



-so-

pedidos, también insiste en su solicitud, es claro que la ofici­

na respectiva está obligada a acordar ese escrito y a dar a con2 

cer el acuerdo al interesado en breve término, en cumplimiento a 

lo ordenado por el artículo So. Constitucional, sin que sea suf! 

ciente el simple tr~mite interno que la autoridad ordene para 

que se dé cumplimiento a la Garantía establecida en el citado 

precepto". 

- Sexta época, Tercera parte: Vol. VII, p~g. 80. A.R. 132/57. P2 
berta Burgada Macedo, 5 votos. (58) 

"PETICION DERECHO DE: Una solicitud dirigida a una autori-­

dad que llene los requisitos que establece el artículo So. Cons­

titucional,· la obliga a dictar el acuerdo p.rocedente y hacerlo -

en breve término del conocimiento del peticionario, aunque no -­

sea esa autoridad· la obligada a conocer de la petición, ya que -

el aludido precepto, no hace esa excepci6n 11
• 

- Sexta epoca. Tercera Parte: Vol. IX, pág. 95-A.R. 7524/57.- -

Carlos Nava Rojas. Unanimidad de 4 votos. (59} 

La jurisprudencia considera por lo tanto que dadas las cir­

cunstancias anteriores se viola el artículo So. Constitucional.­

Pero que opina la doctrina al respecto: 

Acosta Romero comenta: 11 El silencio administrativo es una -

institución t1pica de esta materia (Derecho Administrativo) al-­

gdn autor considera que es consecuencia de la falta de forma en-

(58) Acosta Romero. - Gongora Pimentel. La Constitución Polítj~­

ca de los Estados Unidos Mexicanos, Legislación Jurispru-­

dencia y Doctrina, 3a. ed. Porrda, México, 1987. Pág. 62. 

(59) Idem. pli.g. 62. 
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el acto administrativo. Nosotros considerarnos que el silencio -

administrativo. no es falta de forma, sino que es falta absoluta 

de acto, pues entendemos que la abstención de la administración 

pGblica, con su sil~ncio, es la negación misma de la actuación o 

acto administrativo y por lo tanto afirmamos que el silencio ad­

ministrativo es consecuencia de una abstención de la autoridad a 

la que la ley le reconoce presuntivamente diversos efectos jurí­

dicos". (60) 

Serra Rojas Andres menciona: "La mejor solución, es aque -

lla que si pasado un término adecuado no se obtiene una respues­

ta de la administraci6n debe presumirse que hay una resolución -

negativa. Es una forma sui generis de manifestarse la voluntad 

de la adrninistraci6n pública y permitir al particular la conti -

nuaci6n de los trámites y de los recursos procedentes". (61) 

Gabino Fraga nao dice: 11 Este silencio consiste en una abs -

tención de la autoridad administrativa para dictar u~ acto pre -

visto por la ley y tiene corno nota esencial la de su ambigüedad, 

que no autoriza a pensar que dicha autoridad ha adoptado ni una 

actitud afirmativa ni una negativa". (62) 

(60) Acosta Romero, Miguel. Teoría General del Derecho Adminis -

trativo. décima edición, Editorial PorrGa, México, 1991, 

pág. 661. 

(61) serra Rojas, Andrés. Derecho Administrativo. 13a. edición, 

Editorial Porrúa, México 1985. Pág. 253. 

(62) Fraga, Gabino. Derecho Administrativo. Trigésima edición, -

Editorial Porrúa, México 1991, pág. 226 
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En sintesis, el silencio de la administraci6n se traduce en 

una abstenci6n de autoridad, la cual esta obligada a actuar, a -

realizar un acto positivo, formulando un escrito, referente a la 

petici6n; sino lo hacP. así, dicha abstenci6n se traduce en una -

incertidumbre jurídica para el particular y siendo un acto de m~ 

lestia, por afectar los intereses jurídicos del gobernado. 

Si no contesta, no formula un acuerdo por escrito la auto­

ridad viola la garantía consagrada en el artículo Bo. Constitu -

cional, pero además afecta los intereses jurídicos de.l gobernado 

siendo también un acto de molestia que consagra el artículo 16 -

Constitucional en su Primera Parte, es por lo tanto cna doble 

violaci6n a las garantías consagradas en los articuloR ya menci2 

nadas. 

Ahora bien esta primera hipotesis se caracteriza por la am­

bigiledad, en las siguientes dos hipotesis que a continuaci6n 

analizaremos que son Positiva y Negativa ficta, se dice que la -

autoridad contest6 tásitamente en cualquiera de los sentidos me~ 

cionados. 

l. La positiva ficta. 

A diferencia de la hipotesis anterior, aquí tásitamente la -

autoridad contesta en sentido afirmativo; citaré los siguientes 

ejemplos: 

a) "Que el silencio de la administración es favorable al pe­

ticionario, lo tenemos en el recurso establecido en la 

Ley del Registro Nacional de Transferencia de Tecnología 

en el sentido de que si las autoridades no dictan la res~ 

lución de fondo respectiva, dentro de un plazo determina-
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Uo,· el recurso se entenderá resuelto a favor del particu­
lar". (63) 

b) "Otro ejemplo favorable, está en el artículo 366, último 

párrafo de la Ley Federal del Trabajo, al referirse a la 

solicitud del registro de un sindicato; si la autoridad -

administrativa ante la que se presentó la solicitud de r~ 

gistro no resuelve dentro de un término de setenta días, 

los solicitantes podrán requerirla para que dicte resolu­

ción, y si no lo hace en los tres d!as siguientes a la 
presentaci6n de la pet.ici6n de que dicte la mencionada r_!:! 

solución, se tendrá por hecho el registro para todos los· 
efectos legales, quedando obligada la autoridnd, dentro -

de los tres días siguientes a expedir la constancia res -

pectiva". (64} 

Ambos son los ejemplos más comunes que representan a la -

positiva ficta. 

c} Existe otro ejemplo contenido en el articulo 163 Tercer -

Párrafo de la Ley General de Instituciones de Crédito y -

organizaciones auxiliares que ordena: Las resoluciones y 

recomendaciones que aprueba la Comisi6n Nacional Bancaria 

serán comunicadas y después de cadñ sesión al Secretario 

de Hacienda y serán firmes si dicha autoridad hace prese.!! 
te su aprobaci6n o no ejercita su veto suspensivo o desa­

probación dentro del término de diez días de su notificaci6n. 

(63) Acosta Romero. Ob. Cit. pág. 661. 

'64) Ibidem. páq. 662 
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Este ejemplo nos presenta una positiva ficta de una autori­

dad hacia otra autoridad; s6lo lo cito como ejemplo, no como vi~ 

laci6n al artículo So. Constitucional, porque no hay una peti -­

ci6n, sino que hay una comunicación de una resoluci6r. y recomen­

daci6n aprobada dada a conocer al superior jerárquicc1. 

Los ejemplos a) y b), la autoridad contesta tásitamente en 

sentido favorable al peticionario, no por esto, deja de ser vio­

laci6n al artículo So. Constitucional que ordena que la contest~ 

ci6n se debe de formular mediante un acuerdo por escrito y dárs~ 

lo a conocer al peticionario. 

Ahora bien "En Francia se ha estudiado con. presición este -

concepto y se ha llegado a considerar que. si se da efecto positJ:. 

va al ~ilai:tcio de la administraci6n, se llegaría al grado que -­

los particulares obtuvieran absolutamente todo lo que solici­

tan". {65) 

Esta figura en los casos que hemos analizado es favorabl~ -

al particular, no existe afectaci6n a sus intereses, sin emb.:1:;qo 

no por esto deja de ser una violaci6n al artículo 80. Constitu -

cional; porque las garantías consagradas en la ley máxima no es­

tipulan; ordenan, mandan, su cumplimiento, debe ser respetado, -

si el precepto antes citado ordena que a toda petición se debe -

formular un acuerdo por escrito y si no se hace, es violatoriJ -

de la garantta consagrada en ~l artículo So. Constitucional. 

{65) lbidem. páq. 663 
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2 • La Negativa f icta. 

Consiste en que el silencio adni.i nistrativo tenga efecto de­

una resolución negativa por parte de la autoridad respecto de -­

las peticiones de los gobernados. 

El ejemplo más ..::li'\ro se ve en materia fiscal. En México 

desde 1938 ha existido en el Código Fiscal un precepto referido­
ª la negativa fleta, antes de 1981 si en 90 d!as no se daba con­

testación, se presumía una resolución negativa. En 1981 el C6d! 

go Fiscal de la Federación en su artículo 37 determina: 11 Las in.!!, 

tanelas o peticiones que se formulen a las autoridades fiscales­
deberán ser r.esuel tas ·en un plazo ele cuatro meses, transcurrido­

dicho plazo sln que se notifique lü. resolución, el interes.:ido P.9. 

drá considerar que ln autoridad resolvió negativamente, e inter­

po'ner los medios de defensa en cualquier tiempo posterior a di-­

cho plazo, mientras no se dicte la resolución o bien esperar o -

que ~sta se dicte". 

Esta figura la considero como una doble violación a las ga­

rant!ns consagradas en los art!culos Bo. y 16 Primera Parte con~ 

titucionales, por las razones siguientes: 

l. Por no formulür un acuerdo por escrito. 

2. Por no notificnr su resolución. 
(estas razones consagra<l3s en el artículo Bo.) 

J. Por afectar los intereses del peticionario puesto que se e!! 
tiende que se negó la petición, síendo esto un acto de mo-­

lestia consñgrado en la Primera Pa
0

rle del artículo 16 Con5-

titucional. 
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En conclusión, se plantearon 3 hipotesis: 

l. La no contestaci6n de la autoridad a la petición, sin enten­

derse ésta en ningún sentido ya sea positivo o negativo. Es 

doble violaci6n constitucional a los artículos So. y 16 en -

su Primera Parte ambos constitucionales. 

2. La positiva ficta que es violaciOn al artículo So. Constitu­

cional. 

3. La negativa ficta que es doble violación a los artículos So. 

y 16 Primera Parte Constitucionales por las razones anterioE 

mente expuestas. 

Ninguna práctica de la autoridad como el silencio adminis -

trativo puede contravenir lo que ordena la Constitución, por ser 

ésta el ordenamiento máximo de nuestro Estado Mexica~o, que con­

sagra derechos a los gobernados; de ser así procederá el medio -

de defensa que es nuestro Juicio de Amparo. 

II. EL SILENCIO ADMINISTRATIVO Y EL EJERCICIO DE LA ACCION ANTE 

EL TRIBUNAL DE LO CONTENSIOSO ADMINISTRATIVO DEI, DISTRITO -

FEDERAL. 

El origen de esta acci6n surge de la garantía consagrada en 

el artículo Bo. Constitucional, siempre y cuando se cumplan con 

los siguientes elementos: 

l. La petici6n realizada por escrito de manera pacífica y -

respetuosa a la autoridad de la administraciOn pGblica -

del Departamento del Distrito Federal. 
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2. Que transcurridos 30 días naturales las autoridades no -

den respuesta a la petici6n; salvo que las leyes y regl~ 

mentes fijen un plazo diferente a este o que la natural~ 

za del asunto lo requiera. 

La Ley del Tribunal de lo Contensioso Administrativo del 

Distrito Federal, señala que las salas del tribunal pueden cono­

cer de los juicios que se promuevan en contra de las autoridades 

administrativas del Departamento del Distrito Federal por la fa! 

ta de contestación a la petición hecha por el gobernado¡ (tiene 

su base en la Fracción III del artículo 21 Fracción 11 e" de la r~ 

ferida ley). Dicha cción se hará valer por medio de un escrito 

de demanda siguiendo los lineamientos de los artículos 207, 208, 

209, 209 BIS Fracci6n II y 210 del C6digo Fiscál de la Federa -­

ci6n. 

El artículo 208 nos señala los requisitos de la demanda, el 

209 nos indica los documentos que debe adjuntar a su escrito de 

demanda (copia de la demanda, documento acreditando su personali 

dad, pruebas documentales, etc.}, el 209 BIS Fracción II sefiala~ 

do el desconocimiento de la notificación. El articulo 210 nos -

indica los casos de ampliaci6n de la demanda y nos señala en su 

Fracci6n Primera, cuando se impugne una negativa ficta. 

III. LA NEGATIVA FICTA COMO DOBLE VIOLACION A LOS P.RTICULOS Bo. 

Y 16 CONSTITUCIONALES. 

Ya hemos analizado el silencio administrativo en las tres -

hipotesis planteadas, tanto la no contestación de la autoridad -

en ningún sentido (positivo o negativo) y la negativa f icta son 

doblemente violaciones, por no acatar 0 1 ~~tícula 80. Constitu -
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cional, que establece la obliqaci1on de la autoridad de forrnu -

lar un acuerdo por escrito y dárselo a conocer al peticionario -

~ en breve término y al 16 en su Primera Parte por ser un acto de 

molestia, afectándo el interés jurídico del particula.r. 

Citaré la siguiente jurisprudencia: 

"PETICION DERECHO DE Y NEGATIVA FICTA. 

OPCION PARA LOS PARTICULARES.- El particular que no obtiene una 

constestaci6n congruente a una instancia ante las autoridades, -

tiene opci6n de reclamar en la vía de amparo la violaci6n al ar­

ticulo So. Constitucional o transcurrido el término que señala 

actualmente el artículo 92 del C6digo Fiscal, demandar de la au­

toridad fiscal la nulidad de la resoluci6rt negativa que se confi 
gura, para que el Tribunal Fiscal de la Federación resuelva so -

bie su pretenci6n, dando la oportunidad a aquella autoridad de -

sostener la validez de la negativa que se ha configurado11
• 

- Amparo en revisión 617/73.- Banco de Londres y México, S.A. 7a. 

época. Vol. 59 Sexta parte. Tribunales Colegiados de Circuito. 

pág. 40. (66) 

11 PETICION DERECHO DE.- La autoridad responsable estuvo obligada 

a proveer, mediante acuerdo escrito, la petición de la quejosa, 

sin que sea obstáculo para ello el hecho que aquella invoca en -

sus agravios de que, por el decurso de 90 días, su abstención d~ 

bió entenderse como una negativa ficta, la que pudo ser combati­

da previamente al amparo, mediante el juicio fiscal de nulidad; 

porque dados los términos en que está concebido el artículo ~o. 

(66) Acosta Romero.-Gongora Pimentel. Ob. Cit. pág. 60 
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constitucional Federal, es claro que dicha quejosa no tuvo por -

que aguardar a que se configurara esta resolución ficta, ya que 

por no ser es~a un acuerdo escrito, así como por emerger sólo 

por el transcurso de un largo lapso, evidentemente ne• es el acue.!. 

do que pudo satisfacer el derecho de petici6n". 

-sexta época, Tercera Parte: Vol. I, pág. 49.- A.R. 372/57.- Em­

pacadora de Santa Clara, S.A. 5 Votos. (67) 

PETICION, DERECHO DE (AUTORIDADES FISCALES) El articulo 162 del 
Código Fiscal dA la Federación dispone que el silencio de las a~ 

toridades fiscales se considera como una resoluci6n negativa 

cuando no den respuesta a la instancia de un particular en el 

término que la ley fije, o a falta de término estipulado, noven­

ta dias, la disposici6n anterior no _s5lo establece un derecho -

al respe~to de los particula~es de considerar que se les ha neg~ 
do su petición, percr esto de ninguna manera quiere decir que es­

ten obligados a considerarlo siempre en esa forma, máxime que lo 

referido artículo 162 del C6digo Fiscal de la Federaci5n, no pu~ 

de liberar a las autoridades fiscales de la obligaci6n que les -

impone el articulo Bo. Constitucional, esto es, que a petici6n -

pacífica y respetuosa y hecha por escrito, debe de recaerle 

acuerdo de la autoridad correspondiente, quien esta obligada a -

hacerlo del conocimiento del peticionario en breve t€rmino, de -

otra manera las autoridades fiscales se verían libere.das de cum­

plir con el citado mandato constitucional, lo cual resulta noto­

ria~entc antijurídico, en virtud de que nuestra Constitución Po­

lítica es la r.ey Suprema an el país. 

- Sexta época, Tercera ?art¿: Vol. XIII, pág. 65.- A.R. 1455/58. 

(67) Idem. págs. 60-61 
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Es necesario hacer la aclaración que tanto el artículo 162 
1 del C6digo Fiscal de la Federación, as.t como el término de 90 -­
días ha cambiad0, actualmente el precepto que establece la nega­

tiva fleta en materia fiscal es el art. 37- ... y el término es de 

meses a partir de haber hecho la petición. 

De las anteriores jurisprudencias se desprende la violaci6n 

clara del artículo Bo. constitucional más no señala la violaci6n 

también que hay el artículo 16 Constitucional Primera Parte se -

establece que nadie puede ser molestado en su persona, familia. 

Si el silencio de la administraci6n es negntorio a la petici6n -

de los particulares, esta afectando sus intereses jurídicos, por 

lo tanto es un acto de molestia, violando el precepto constitu -

cional aludido. 

Si la autoridad viola garantías individuales el particular 

puede interponer el Juicio de Amparo ante los tribune.les de la -

federación. 

El Juicio de Amparo procede contra actos de autciridad que -

violen garantías individuales, en todo juicio de amparo hay el -

examen de una ley o un acto de autoridad. 

Los artículos constitucionales que norman el Juicio de Amp~ 

ro son el 103 y 107. El artículo 103 Constitucional nos señala 

la procedencia del Juicio de Amparo. 

(68) Ibidem. páqs. 63-64 
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"Art!culo 103 Constitucional.- Los tribunales de la fede -

raci6n resolveran toda controversia que se suscite: 

I. Por leyes o actos de autoridad que violen garantías inrlivi 
duales. 

II. Por leyes o actos de autoridades federales que vulneren o 

restrinjan la soberanía de los estados. 

III. Por leyes o actos de autoridad de los Estados que invadan 

la competencia de la federaci6n". 

Esto mismo lo menciona el artículo lo. de la Ley de Amparo. 

El Juicio de Amparo tiene por objeto resolver y repite las tres 

fracciones. 

En el artículo 107 Constitucional nos señala los principios 

reguladores del juicio de amparo, ahora existen dos tipos de am­

paro; Artículo 158 de la Ley de Amparo, Amparo directo o unís -

tancial que conocerá de ~l los Tribunales Colegiados de circuito 

y que procede contra sentencias definitivas de Tribunales Admi -

nistrativos penales, civiles o laudos de tribunales de trabajo, 

con los siguientes requisitos. 

l. Que la sentencia o laudo sea pronunciado por un tribunal (o~ 

gano del poder público_ que han sido creados para impartir 

justicia. Judiciales Administrativos y de trabajo de caráE 

ter federal o estatal) • 

2. Que la sentencia definitiva o laudo definitivo, debe resol -

ver el fondo de la controversia planteada. 

3. Que .la sentencia ya no admita ningún recurso. 

El otro Amparo es el indirecto o bi instancia! ante el 
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juez de Distrito en la. instancia, la revisi6n da origen a la 2a 

instancia ante el Tribunal colegiado de Circuito y Suprema corte 

de Justicia de la Naci6n. 

Casos en que pro·cede articulo 114 de la Ley de Amparo.- Son 

las reglas de procedencia. 

I. Contra leyes, reglamentos, o tratados internacionales. AntP. 
el Juez de Distrito. 

II. Cuando se trate de actos que no provengan de tribunales, ju­

diciales, civiles, administrativos o del trabajo. Es el ac­

to que proviene de las autoridades administrativas, el Titu­

lar de la administraci6n pGblica, es el ejecutivo federal. 

Contra actos de los Secretarios de Estado procede el Amparo 

indirecto; contra actos del Procurador General de la RepGbli 

ca procede Amparo Indirecto contra actos del gobernado de un 

Estado también .. 

Retomando nuestro tema si un gobernado realiza una petición 

y la autoridad no formula un acuerdo por escrito, viola la garan 

tía consagrada en el artículo So. Constitucional; adem&s en los 

casos que hemos planteado viola también el artículo 16 Constitu­

cional en su primera parte; por lo tanto procede el amparo indi­

recto contenido en el articulo 114 de la ley de Amparo en su se­

gunda fracci6n por ser un acto de la autoridad violatorio de ga­

rant!as constitucionales. 

III. Si la figura analizada es el Silencio de la Administración, 

procede el amparo indirecto ante el Juez de Distrito conte­

nido en el articulo 114 fracci6n II de la Ley de Amparo. 
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Los Tribunales Federales conoceran del amparo, pero su res~ 

luci6n en el caso de la no contestaci6n de la autoridad ser§ el 

de condenar a la autoridad a contestar a la petici6n, en cual -

quier sentido ya sea positivo o negativo. 

En n~estro siguiente punto presentaré jurisprudencia que -­

apoyan lo anteriormente dicho. 

IV. Jurisprudencia del artículo Bo. Constitucional, acerca de la 

no contestaci6n por parte de la autoridad y su condena a con 

testar una vez concedido el amparo. 

"DERECHO DE PETICION. La garantía que consigna el articulo ea. 
Constitucional solamente se refiere a qu~ la autoridad debe dar 

contestaci6n por escrito·y en breve término al peticionario, co~ 

g·ruentemente ·con lo pedido; pero no a dar una contestaci6n que -

invariablemente deba satisfacer a dicho peticionario, sino lo 

que corresponda conforme a la ley que se invoque, en la petici6n 

puesto que, en caso de no acatarse la ley, ello sería. viola torio 

del principio de legalidad que consagran los artículos 14 y 16 -

Constitucionales y en caso de que el peticionario estime que se 

viola ese principio, entonces lo que ha de reclamar ha de ser di:, 

cha garantia, pero no a la consagrada por el citado artículo 80. 

- Amparos en revisi6n 6500/61.- Manuel Piñera Morales. 8046161.­

Esteban Mondrag6n Ugalde. 332/62 Leonor Bonilla Olvera.- informe 

1962. Segunda Sala. p&gs. 58-59." (69) 

"PETICION, DERECHO DE. El artículo So. de la Constitución Fede -

ral no ordena que en una sola resoluci6n se resuelvan en definí-

(691 Acosta Romero.- G6ngora Pirnentel. Ob. Cit. p&gs. 51-52. 
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tiva, las peticiones que estan sujetas a determina.do trámite, s,! 

no Gnicarnente que se conteste por escrito y se haga saber al pe­

ticionario, lo que proceda en el caso. 

- Sexta época. Tercera Parte. vol. I Pág. 54.- A.R. 1733/57.­

Camilo Martinez F. 5 votos 11
• (70) 

"PETICION DERECHO DE. El artículo 80. Constitucional no previe­

ne que la contestaci6n de la solicitud presentada por el peticio 

nario, se conteste en el sentido de negar u otorgar lo pedido, 

sino que dicho precepto es en el sentido de acordar lo solicitado 

por el peticionario, y que ese acuerdo se de a· conocer a las pa~ 

tes. 

- Sexta época, Tercera Parte: Vol. XII, pág. 60.- A.P.. 1171/SB.­

Ceferino OrtP.ga Alvarado. Unanimidad de 4 votos". (71) 

Tesis relacionada: 

"PETICION DERECHO DE. No se viola el art!culo So. Constitucio -

nal por el hecho de que las autoridades no resuelvan precisamen­

te en el sentido que quieran los interesados; pues tal garantía 

solo obliga a contestar oportunamente y en breve tiempo por es -

crito a las promociones que se hagan. 

- Sexta época, Tercera Parte: Vol. II pág. 86. A.R. 1764/57.- AE 

mer!a "La liebre", S.A. Unanimidad de votos". (72) 

El gobernado realiza una petición. Si la autoridad no con­

testa, viola el artículo 8 Constitucional, se considera tanto 

por la doctrina y jurisprudencia, que si en 4 meses no contesta 

(70) Ibidem. páq, 61 

(71) Ibidem. páq. 63 

(72) Ibidcm. páq. 64 
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la autoridad, viola el derecho de petición, procederá, por lo -

tanto el amparo indirecto. Pasa el tiempo y la justicia fede -

ral condena a la autoridad a contestar la petición; la autori -

dad puede contestar en sentido positivo o negativo, si contenta 

en sentido negativo, el gobernado queda en el mismo estado an -

tes de haber solicitado el amparo y protecci6n de la justicia -

federal con una afectación mayor porque esperó el tiempo -­
que dura la sentencia del amparo y además el tiempo ¿e la elab~ 

ración del mismo. 

Pondré un caso concreto si un gobernado solicite. una licen 

cia para construir un condominio, la autoridad no contesta, pa­

sa el término de 4 meses, el gobernado solicita el am~aro y pr~ 

tección de la justicia federal, se le concede pero ·solo para 

que cont~ste·la autoridad, si ésta contesta en contra negándole 

la licencia y fundamenta y motiva el porque de su resol~ci6n; -

a el gobernado no le sirvió de nada realizar el amparo. 

Pero todo es un producto de un concepto, una falla en la -

Constitución, encontrada en el articulo So. cuando menciona que 

la autoridad formulará un escrito y lo darS a conocer en breve 

término al peticionario. 

Esa palabra "breve término" es la falla. El esp!ritu de -

la Constitución deja en pequeño espacio por el cual puede ser -

violado ese "breve término 11
• 

Por lo cual debe de modificarse y reformarse la Constitu -

ci6n cambiando la expresi6n "breve término" y fijar c.n término. 

Yo propongo lo siguiente: El breve término según la juri~ 

prudencia es aquel en que racionalmente puede conocerse una pfl-
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tici6n y acordarse, tambi~n depende de sencilles o complejidad -

de la petición. Tanto la doctrina, la jurisprudencia y algunos 

ordenamientos como el Código Fiscal de la Federación en su artí­

culo 37 coinciden que si en cuatro meses no ha contestado la au­

toridad, está violando el artículo So. Constitucional. 

Por lo cual propongo que se modifique el artículo 80. Cons­

titucional, reformando la Constitución, quedando el citado pre -

cepto de la manera siguiente: 

Artículo So.- Los funcionarios y empleados públicos respetarán 

el ejercicio del derecho de petición, siempre que ~sta se for1mu.; 
le por escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia 

política sólo podrán hacer uso de ese.derecho los ciudadanos de 

la república. 

A toda petici6n deberá recaer un acuerdo por escrito de la 

autoridad a quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de 

hacerlo conocer en un término racional a la petición, según sea 

su sencillez o complejidad, basándose en la jurisprudencia y no 

exc~der de 4 meses su notificación .al peticionario. 

Con lo anterior propuesta doy por terminado mi análisis, no 

sin antes mencionar que las garantías individuales consagran y -

protegen nuestros derechos y el mecanismo de defensa por parte -

de los gobernados, en caso de violación de los mismo$ es el Jui­

cio de Amparo. 

La constituci6n es nuestro máximo ordenamiento jurídico, su 

supremacía es inegable y está contenida en el artículo 133 Cons­

titucional que señala que es la Ley suprema Ce la Uni6n aún de -

las disposiciones en contra de ella. Con la Constitución todo Y 
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todos· en contra de ·-1a Constituci6n nada y nadie. 



~98-

e o N e L u s I o N E s 

PRIMERA. Las prerrogativas fundamentales del gobernado, . de 

la primera parte de nuestra Constituci6n, con el nombre de Gara~ 

tías Individuales y Sociales, las cuales consagran derechos inh~ 

rentes a la persona y a su actividad humana, sin los cuales no -

existiría un régimen de derecho capaz de establecer un equili -­

brio entre gobierno y gobernados, el mutuo respeto ~ue deben te 

nerse y la observancia y cumplimiento de las leyes hará que las 

relaciones entre ambos tengan un mejor curso. 

SEGUNDA. Las Garant!as Individuales son la es~ncia misma de la 

Constituci6n ya que protegen a la misma autoridad por ser tam 

~ién l:?Ujet;.o de ellas, yo las defino de la siguiente manera: 

Garantías individuales.- Son las prerrogativas fundamentaleo, -

sin las cu~les no habría una seguridad jurtdica mínima, que pro­

tegen tanto a personas físicas, morales, sociales y a todo suje­

to como gobernado, de los actos de autoridad en su contra, te -­

niendo como medio de defensa el Juicio de Amparo. 

TERCERA. En cuanto al nombre de Garantías Individuales y Socia­

les, no estoy de acuerdo por las siguientes razones: 

Una cosa son los derechos del gobernado y otra el medio de hace~ 

los valer: si los derechos consagrarlos en los primeros 29 artic~ 

los de la constituci6n son Garantías; porqué entonceE constante­

mente son violados por parte de la autoridad y es hae-.ta que se -

interpone el Juicio de Amparo cuando se da respeto y cumplimien­

to a lo ordenado por la Constituci6n, siendo por lo tanto el Ju_!. 

cio de Amparo la verdadera garantía. 
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CUARTA. El Estado Mexicano está compuesto por tres elementos: 

Territorio 

l'oblaci6n 

Gobierno 

(sujeto activo) 

(sujeto pasivo) 

Es el gobierno el único que puede realizar actoE de autori­

dad que afecten la esfera jurídica del gobernado, por lo cual si 

existe violaci6n a las garantías individuales, debe existir la -

autoridad que llev6 a cabo el acto y el gobernado el cual sufrió 

la afectaci5n del acto. Teniendo una relaci6n de supra a subor­

dinaci5n entre ellos. 

El acto de autoridad debe ~ener tres características funda­

mentales: 

l. unilateralidad 
2. Imperatividad 
3. Coercitividad 

De la fusi6n de estos tres elementos surge el llamado acto 

de autoridad; que es un acto de un 5rgano del poder público uni­

lateral, imperativo y coercitivo que afecte la esfera jurtdicn -

de.los gobernados. 

QUINTA. El sujeto activo o gobernado es: 

l. Personas físicas o individuos. 

2. Personas morales de derecho privado 

(sociedades mercantiles y civiles} 

3. Personas Morales de derecho social 

(sindicatos y comunidades agrarias} 

4. Empresas de participación estatal llamadas también de dere -
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cho público (personas morales y oficiales). 

S. Organismos descentralizados y 

6. La propia autoridad cuando se encuentra en las relaciones de 

coordinaci6n. 

Todas estas personas son los titulares de las Garantías In­

dividuales y sociales y en caso de que se le sean violados sus -

derechos por la autoridad pueden ejercer acci6n en contra de 

ella solicitando el amparo y protección de la justicia federal. 

SEXTA. Es necesario distinguir dos coGas, una es el concepto de 

Garantías individuales, en su conjunto y otro el de Garantía in­

dividual. 

Garantías individuales son: Las prerrogativas fundamenta -

les contenidas en la parte dogmática de la Constituci6n realiza­

das para proteger al ser humano y ciudadano mexicano su libre -­

existencia y actividad. 

Garant1a individual es: Un derecho público subjetivo. Es 

un derecho en la medida, de que, forma parte de la ef'.fera jurídi 

ca del gobernado. 

Es un derecho público porque se da en las relaciones de su­

pra subordinaci6n el cual permite protegerse del poder pfiblico -

de sus excesos o desviaciones. 

Es un derecho público subjetivo porque es el gobernado el -

titular de ellos, quienes determinan si hacen efectivos esos de­

rechos. 
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SEPTIMA. Referente al capítulo de antecedentes histf1ricos, con 

la revolución francesa en 1789 surge la llamada declaraci6n de -

los Derechos del hombre y del ciudadano, conteniendo derechos 

fundamentales para el individuo sus postulados llegan a España -

los cuales fueron la base de la Constitución de Cádiz de 1812, -

que tuvo vigor en México hasta la culminación de la independen -
cia. 

La Constitución de Cádiz puso fin al r~gimen absolutista, -
surgiendo nuevas prácticas coloniales, otorgando derechos a los 

habitantes de ellas con estas medidas se intentó frenar el movi­

miento de independencia de sus colonias, pero no dio resultado, 

triunfa la independencia mexicana recobrando su libertad tan an­

helad;i. 

OCTAVA. La Constituci6n de 1814 es la primera que se promulga -

en México siendo Don José María Morelos ~, Pavón el principal pr.!:, 

cursor de ella. El 23 de octubre de 1814 se expide el documento 

jurtdico político llamado Decreto Constitucional para la liber -

tad de la Am~rica Mexicana o también conocido corno Constituci6n 

de Apatzingan, que en su artículo 24 nos menciona lo que a futu­

ro sería la fuente de la clasificaci6n de las Garantías Indivi -

duales. 

Textualmente dice: La felicidad del pueblo y de cada uno -

de los ciudadanos, consiste en el goce de la igualdad, seguridad 

propiedad y libertad. La íntegra conservaci6n de estos derechos 

es el objeto de la institución de los gobiernos y el Gnico fin -

de las asociaciones politicas. 

NOVENA.- La primera Constituci6n del ya México independiente --
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fu~ la de 1824, destacando dos instituciones; el bicamarismo y -

el federalismo. 

En lo que se refiere a Garantías Individuales llamadas en -

ese entonce·s derechos de loo gobernados establecía en sus artÍC.!!, 

los 145 al 156 algunas Garantías de Seguridad Jurídica como la -

prohibici6n.de penas trascendentales, juicios por comisi6n, apli 
caci6n retroactiva de las leyes y otras, relacionados con los d~ 

litas de carácter criminal, olvidando la materia civil, siendo -

la Constituci6n de 1814 mejor en cuanto a prerrogativas del ge -

bernado se trata. 

Posteriormente surge la Constitución centralista de. 1836, -
desaparece el federalismo así como las legislaturas de los Esta­

dos, creando departamento iniciandose así una nueva organización 

jurídico política estatal. En cuanto al tema de Garantías Indi­

viduales, enumera algunas llamándolas, Derechos del Mexicano, -

principalmente de seguridad jurídica. Esta Constituci6n fué 11~ 

mada como las siete leyes, en el artículo dos de la primera ley 

contiene conceptos tales como juez, competente, auto motivado, -

relacionados con el actual artículo 16 Constitucional; el juzga­

miento por tribunales que no oe hayan establecido, aplicación de 

leyes con posterioridad al hecho relacionados con el artículo 14 

de la actual Constituci6n. 

Las Rases Orgánicas de 1843 referente a los derechos del 92 

bernado superaron a las Constituciones de 1824 y 1836 contenien­

do un capítulo explísito y de manera más completa que tales ord~ 

namientos jurídicos, en sus artículos del 7 al 10 enumeran un -­

cuadro general de los derechos de los habitantes de la República. 
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Actas de Reforma de 1847, reestablece el federalismo, con este -

ordenamiento constitucional se realiza un gran avance de los de­

rechos del gobernado crea un sistema de control para el caso de­

ser violados. Fija las garantías del gobernado en un ordenamien 

to secundario y establece el mecanismo de defensa para el curnpl1 

miento de esos derechos, llamado Juicio de Amparo. 

DECIMA. Antes de 1857 los derechos del gobernado habían tenido­

diferentes denominaciones, y es en la Constituci6n Federal de --

1057 se les nombran garantías individuales. La Constituci6n de-

1857 tiene una gran organizacidn jurídico pol!tica mostrando un­

gran avance en su estructura y sus instituciones, en sus prime-­

ros 29 articulas establece los derechos de los gobernados desta­

cándose los contenidos en los artículos ~4 y 16 constitucionales. 

~a Co~sti~uci6n Federal de 1917 representa un gran orgullo para­

el pueblo mexicano, ya que es la primera en contener derechos s~ 

ciales, consagrados corno garant!as que se encuentran contenidos­

en los arttculos 27 que nos habla de los derechos agrarios y el-

123 de los derechos de los trabajadores, es una Constitución ori 

ginal y aporta al mundo jurídico tales conquistas a favor de las 

clases sociales más marginadas siendo el gran mérito del legisl~ 

dor de 1917. 

DECIMO PRIMERA. El derecho de petición, contenido en el artícu­

lo So. Constitucional permite al gobernado ser escuchado por las 

autoridades siempre y cuando lo realice de una forma respetuosa, 

pacífica y por escrito y la autoridad tiene la obligación de dar 

contestaci6n a esa petición, formulando un acuerdo por escrito,­

congruente con la petición y dárselo a conocer al peticionario -

por ser un mandato constitucional, por lo establecido por la ley 

es el funcionario pablico como sujeto pasivo de las garant!~s o-
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autoridad el primer obligado a respetar lo que establece la Con~ 

titución, de no hacer así estg violando la garantía antes rnenci2 

nada. 

DECIMO SEGUNDA. Respecto al término de dar a conocer la contes­

taci6n al peticionario el mismo artículo So. Constitucional est~ 

blece que la autoridad dará a conocer el acuerdo a la petici6n -

al peticionario en breve término. El breve término tal parece -

que deja al libre albedrío de la autoridad el dar a conocer sü -

respuP.sta a la ~etici6n, sin embargo, la jurisprudencia señala -

que el breve término es aquel en que racionalmente se. debe de c2. 

nacer una petici6n y acordarse dependiendo de la sencillez o ca~ 

plejidad de la misma. 

Pero que pasa si la autoridad aún sabiendo la oLligaci6n 

que tiene de formular un acuerdo por escrito no lo lleva a cabo, 

la jurisprudencia y la doctrina coinciden en decir que si en 4 -

meses no se ha dado contestaci6n a la petici6n, se entiende como 

violada la garantía contenida en el artículo So. Constitucionnl. 

OECIMO TERCERA. Existe una figura administrativa denominada al 

silencio de la administración en dos tipos. 

Positiva ficta.- que consiste en la contestación tásita de la -

petición favorable al peticionario, una vez trasncurrido cierto 

periodo de tiempo. 

Negativa ficta.- consistente en la contestación tásita negundo 

la petici6n pasado un determinado periodo de tiempo. 

Amba~ modalidades son violatorias del artículo eo. Constit~ 
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cional, pero la negativa ficta es doble violaci6n por: 

l. No formular un acuerdo por escrito 

2. No dar a conocer su resoluci6n al peticionario, (artículo -

So.) 

3. Afectar los intereses d~l gobernado peticionario, por su 

omisi6n traduciendo su acto en un acto de afectación. (Art. 

16 Primera Parte). 

OECIMO CUAR'rA.- El Juicio de Amparo procede por actos de auto­

ridad que violen Garantías Individuales, la figura aGministrati 

va denominada Negativa Ficta es violatoria de los artículos So. 

y 16 Primera Parte Constitucionales. Si se solicita el amparo 

y prot~cci6n de la justicia federal, una vez concedido este, s2 

lo se le condena a la autoridad a dar contestación a la peti -­

ci6n y ésta puede ser en cualquier sentido, positivo o negativo. 

Si es negativa la cont~staci6n ¿en que nos favoreció el A~ 

paro interpuesto? 

Si tomamos en cuenta el periodo de tiempo sería: A partir 

de la f~cha de petici6n más 4 meses que señala la jurispruden -

cia para entenderse que se ha violado la garantía del artículo 

So. más el tiempo que se interpuso el amparo y ser concedido, -

más los gastos que originaron este procedimiento, es clara la -

afectación al peticionario y por tanto esa figura negativa fic­

ta es violatoria del articulo 16 en su Primera Parte por cansí~ 

tir en un acto de molestia. 

DECIMO QUINTA.- Pero el silencio administrativo no es la prin­

cipal causa, para que se le afecten sus derecho~ al peticiona -
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rio, la principal causa es la falla que hay en el propio artícu­

·lO So. Constitucional que son las palabras "breve términoº. 

Si el espíritu de la Constituci6n en el propio artículo per 

mite qu1...~ sea violado y la expresi6n"breve 1.érrnino"así lo mani -­

fienta, se debe por lo ta~to, modifcar, reformando la Constitu -

ci6n en su expresi6n "breve término 11 y determinar un término ad~ 

cuado a la realidad de la petición. 

El "breve término" permite que la autoridad tenga libre al­

bedrío para contestar la petición y muchas ocasiones es la excu­

sa de las mismas para no dar ~espuesta a la petici6n. 

DECIMO SEXTA.- Las garantías cbntenidas en los artículos 14 y -

16 Constitucionales son las más importantes, porque establecen -

una seguridad juridica al gob!:!"nado y toda autoridad debe dar -­

respeto y cumplimiento, acatando los requiaitos y formalidades -

que la propia ley establece para una mejor relaci6n entre gober­

nantes y gobernados. Es necesario tener conciencia de la exis -

tencia de las leyes y de la funci6n que tanto gobernantes y go -

bernados realizan en la sociedad, la mejor forma de convivencia 

social es la observancia y cumplimiento de las leyes, la autori­

dad se supone que conoce las leyes, por eso es. la principal obl.!_ 

gada a respetarlas, pero también el gobernado tiene la obliga -­

ci6n de hacerlo, si ambos cumplen su funci6n social tendremos c2 

me resultado el triunfo de la justicia y sobre todo del derecho. 

OECIMO SEPTIMA.- Por último debe agregar que la expresión "bre­

ve tGrmino es una de las fallas que hay en nuestra Constituci6n 

pero existen m5.s y nerá tarea del legislador encontrarlas y mod_! 

ficarlas. 
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Nuestra Constituci6n no es perfecta pero es perfectible, cante -

niendo instituciones que han servido corno modelo a muchas otras, 

como es el caso de nuestro Juicio de Amparo. 
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